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EDITORIAL
La historia del movimiento indígena de tierras bajas de 
Bolivia se encuentra íntimamente relacionada con la 
historia democrática del país. No es casual que en oc-
tubre de 1982, mes en el que Bolivia recuperó la demo-
cracia luego del oscuro periodo de dictadura militar, los 
pueblos indígenas de las tierras bajas se organizaron y 
decidieron conformar la Central de Pueblos Indígenas 
del Oriente Boliviano, actualmente Confederación de 
Pueblos Indígenas del Oriente Boliviano (CIDOB). Para 
entonces corrían tiempos de organización y amplia-
ción de los escenarios organizativos y democráticos en 
el país. 

La recuperación de la democracia no solo implicó 
devolver al soberano la posibilidad de elegir a sus re-
presentantes a través del voto y del ejercicio de sus 
derechos políticos; también representó el reto de pro-
fundizar el cambio hacia una sociedad más incluyente 
y participativa. Este largo proceso encontró su hito más 

importante en la histórica primera marcha indígena de 
1990 “Por el territorio y la dignidad”, que marcó la irrupción 
de un actor político y social con demandas y propuestas: 
el movimiento indígena de las tierras bajas de Bolivia. 

Esta primera movilización, encabezada por la Central de 
Pueblos Indígenas del Beni (CPIB), demandó el reconoci-
miento de la propiedad de los territorios (Bosque de Chi-
manes, Isiboro-Sécure e Ibiato) en favor de los pueblos in-
dígenas de Beni. A esta demanda de carácter territorial se 
sumaron otras, como la paralización de la explotación de 
la madera hasta la realización de los estudios necesarios 
para la clasificación de los bosques a fin de garantizar los 
derechos territoriales de los pueblos indígenas, la promul-
gación de una ley exclusiva para los pueblos y comunida-
des nativas, así como la asunción desde las instancias del 
Estado de los derechos indígenas declarados por la Orga-
nización Internacional del Trabajo (OIT), entre ellos la libre 
participación de otros sectores de la población y en todos 
los niveles, en la adopción de decisiones, en instituciones 
electivas y en organismos administrativos estatales. 

Transcurrieron 30 años desde esta primera marcha y 38 
desde la recuperación de la democracia en el país. En 
poco más de tres décadas, Bolivia dio pasos importantes 
en el reconocimiento formal para la inclusión de los pue-
blos indígenas en la vida política, el más importante fue 
la incorporación de los derechos colectivos en la Cons-
titución Política del Estado (CPE) de 2009, donde, entre 
otros, se reconoce el ejercicio de sus sistemas políticos y 
su participación en los órganos e instituciones del Esta-
do, y la democracia comunitaria como la expresión de sus 
mecanismos propios en la toma decisiones. 



La incorporación de los derechos políticos de los pue-
blos indígenas en el nuevo orden constitucional y nor-
mativo representa un reto para el Estado boliviano. A  
diez años de promulgada la CPE, aún no se redujo la 
brecha en la participación política indígena en los tres 
niveles de gobierno; antes de ampliarse, sufrió una se-
rie de limitaciones a partir de las normas que rigen en 
el ámbito electoral: Ley Nº 421 de 2009, Ley Nº 026 de 
2010, Ley Nº 421 de 2014 y Ley Nº 1096 de 2018, las que 
en contrasentido al espíritu constitucional, redujeron la 
posibilidad de una representación política plena, en el 
marco del ejercicio de los sistemas políticos indígenas 
propios y su derecho a la libre determinación. 

En este escenario, el país se encuentra ante el reto de 
promover una reforma legislativa que permita superar 
las restricciones al ejercicio de los derechos políticos 
de los pueblos indígenas. A ello se suma la realización 
de las Elecciones Generales 2020, uno de los procesos 
electorales más importantes de los últimos 15 años de 
la historia democrática nacional, por el complejo con-
texto político en el que se desarrolla luego de la anula-
da elección de octubre de 2019. 

Esta nueva edición de la Separata de la revista de deba-
te social y jurídico Artículo Primero llega bajo el título: 
“Elecciones Generales 2020, participación política de 
los pueblos indígenas en las tierras bajas de Bolivia” y 
se enfoca en el análisis del contexto y la participación 
política de los pueblos indígenas a partir de la promul-
gación de la CPE, en el marco de las Elecciones Genera-
les 2020, en las que se abrió la posibilidad de que éstos 
presenten sus candidaturas desde sus propias organiza-

ciones matrices, sin la intervención de los partidos políti-
cos, como otrora sucedía.

En la sección Paráfrasis se realiza un análisis histórico y 
jurídico de la participación política de los pueblos indíge-
nas en la Asamblea Legislativa Plurinacional, en el marco 
del contexto de las Elecciones Generales 2020 a partir de 
sus antecedentes, el conflicto vivido por la pandemia por 
el Covid-19 y la determinación de la fecha para la reali-
zación de los comicios, así como la participación de las 
candidaturas a diputaciones por circunscripción espe-
cial indígena, en el nuevo escenario que se abrió a partir 
del reconocimiento del Tribunal Supremo Electoral (TSE) 
para la presentación de las candidaturas provenientes de 
las organizaciones indígenas, finalmente plantea la discu-
sión sobre el tema “Un ciudadano un voto”. 

La sección incluye, además, un mapeo sobre las circuns-
cripciones especiales indígenas al interior de sus territo-
rios y municipios en los departamentos de Santa Cruz, 
Beni, Pando, La Paz, Tarija y Oruro, como un aporte del 
Centro de Planificación Territorial Autonómica (CPTA), de-
pendiente del CEJIS, para conocer la configuración elec-
toral y territorial, además de un análisis de los programas 
de gobierno de los partidos políticos que tercian en el 
proceso electoral a partir de la interrogante: ¿son los pue-
blos indígenas una prioridad?

Paráfrasis concluye con el estudio sobre la presentación 
de las candidaturas del pueblo indígena yampara (Chu-
quisaca), un caso que permite ampliar el debate sobre los 
alcances de la democracia representativa y su relación 
con la democracia comunitaria; además de reflexionar so-



bre los desafíos de la participación política de los pue-
blos indígenas del país. 

En la sección Diálogos se presenta un análisis del ejercicio 
de los derechos políticos de los pueblos indígenas guara-
ní, chiquitano, ayoreo, guarayo, yuracaré-mojeño y afrobo-
liviano de Santa Cruz de la Sierra; además de una serie de 
entrevistas a líderes y lideresas, dirigentes indígenas que 
analizan y reflexionan sobre su participación política, lo 
que permite una aproximación a la realidad que viven en 
Santa Cruz de la Sierra los pueblos indígenas migrantes.

En la sección Opinión, la vocal del TSE, Rosario Baptis-
ta Canedo, plantea una importante reflexión sobre la 
participación política indígena en el contexto de una 
democracia representativa en crisis. 

Finalmente, la sección Anexos presenta la sistematiza-
ción sobre la composición de los asientos electorales 
al interior de los territorios indígenas, o en los munici-
pios que tienen gran número de personas autoidenti-
ficadas como parte de una nación o pueblo indígena 
originario campesino. 

Esta Separata, en su edición N° 21, está desarrollada a 
partir del trabajo colectivo del equipo técnico del CEJIS 
e inaugura un nuevo ciclo en su vida institucional, que 
lleva 42 años de trabajo continuo por la promoción y 
defensa de los derechos humanos, en general, y de los 
derechos de los pueblos indígenas, en particular. 

A tiempo de presentar este nuevo número, agradece-
mos y reconocemos el apoyo de las siguientes personas 
e instituciones: Apoyo para el Campesino-Indígena del 

Oriente Boliviano (APCOB), cuya colaboración permitió 
el trabajo del equipo técnico del CEJIS; Claudia Montaño 
Suárez, quien coadyuvó en la elaboración de una parte im-
portante de este número de la Separata; Rosario Baptista 
Canedo, quien formó parte de la Asamblea y Directorio de 
nuestra institución y actualmente es vocal del TSE, por su 
aporte en la reflexión colectiva presentada en este núme-
ro; a las lideresas y líderes indígenas y a quienes aportaron 
con información para la entrega de esta nueva publicación.

Santa Cruz de la Sierra, septiembre de 2020

Miguel Vargas Delgado 
Director Ejecutivo CEJIS 
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PARTICIPACIÓN POLÍTICA DE LOS 
PUEBLOS INDÍGENAS EN LA ASAMBLEA 

LEGISLATIVA PLURINACIONAL: 
MARCO HISTÓRICO Y JURÍDICO

Elba Flores Gonzales 1 
Claudia Montaño Suárez 2

Miguel Vargas Delgado 3
Juan Pablo Marca Marca 4

Antes y después de la histórica marcha de 1990, los pueblos indígenas de 
las tierras bajas de Bolivia reivindicaron una serie de derechos colectivos, 
entre los que destacan el reconocimiento a sus sistemas y expresiones de 
democracia comunitaria, sus normas y procedimientos propios en la toma 
de decisiones y la participación política directa en los diversos niveles del 
Estado, con autonomía e independencia política partidaria.

1	  Trabajadora social por la UMSA. Investigadora social con experiencia en derechos 
indígenas. Es integrante de la Unidad Funcional de Investigación e Información Estratégica – 
Centro de Planificación Territorial Autonómica (CPTA) del CEJIS. 

2	 Socióloga e investigadora boliviana especializada en pueblos indígenas de las tierras 
bajas de Bolivia. Es doctoranda en ciencias ambientales por la UQAM (Montreal, Quebec-Canadá).

3	 Director Ejecutivo del CEJIS. Es especialista en derechos de los pueblos indígenas, 
derecho constitucional y derecho procesal constitucional. Fue miembro del equipo de la 
Oficina Regional La Paz del CEJIS y coordinador de las oficinas regionales del CEJIS en La Paz 
y Santa Cruz.

4	 Politólogo y sociólogo por la UAGRM. Con estudios en Educación Superior (UAGRM) 
y Metodología de Investigación en Ciencias Sociales (UPIEB). Es responsable de la Unidad 
Funcional de Investigación e Información Estratégica – Centro de Planificación Territorial Au-
tonómica (CPTA) del CEJIS.

En los primeros años del siglo 
XXI, los resultados de las Elec-
ciones Generales de 2002 dieron 
paso a la reconfiguración de la 
representación del poder políti-
co nacional, con la emergencia 
de representantes campesinos 
e indígenas en la Cámara de Di-
putados. Esto se dio a partir del 
surgimiento de partidos políticos 
nacidos de las organizaciones so-
ciales de extracción rural, cam-
pesina e indígena: inicialmente el 
Movimiento Indígena Pachakuti 
(MIP)5 y posteriormente el Movi-
miento Al Socialismo (MAS).

En ese periodo legislativo, el lí-
der histórico del pueblo indígena 

5	 Ver: Chávez, Patricia (2012): ¿De la colorida minoría a una gris mayoría? Presencia 
indígena en el legislativo. Portugal Mollinedo, Pedro y Macusaya Cruz, Carlos (2016): El 
indianismo katarista. Una mirada crítica, mencionan como en los años setenta el indianismo 
boliviano emerge con el katarismo ante el fracaso del nacionalismo revolucionario en la 
representación política de los indígenas.

6	  Los pueblos indígenas de Santa Cruz definieron que José Bailaba use una vestimenta 
representativa de los pueblos indígenas, por ejemplo, el gorro de piel de jaguar “ayoi” lo usan 
solo los líderes “dacasute” del pueblo ayoreo. Ver Albó Xavier (2002). La nueva correlación 
campesino-indígena en el Parlamento. En: Insurgencia democrática de la Bolivia clandestina 
(Pág. 12). Artículo Primero N° 11 Revista de debate jurídico y social, Santa Cruz, enero 2002.

chiquitano José Bailaba fue ele-
gido a través del voto universal y 
en circunscripción plurinominal 
como primer y único diputado ti-
tular indígena en representación 
de las tierras bajas del país. 

Bailaba, durante la primera sesión 
del Congreso, como lo comentó 
Xavier Albó, “…nunca se separó de 
su gorro de tigre ni de su arco de 
autoridad y se soltó un bello dis-
curso en bésiro”6. En una entrevis-
ta realizada en octubre de 2005 
por la investigadora Patricia Chá-
vez (2012) sobre su experiencia 
como representante indígena en 
el Parlamento, Bailaba manifestó 
lo siguiente: 

Lastimosamente todas las propuestas se hacen mediante voto y 
todavía somos minoría. Cuando se presentan algunas propuestas, 
se retrasan en las comisiones, porque son otros, no son indígenas, 
los que están de presidentes de las comisiones. Buscan todas las 
formas de cómo retrasar y postergar para que no salga.
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La primera experiencia de representación indígena en 
el Parlamento, a inicios de 2000, tuvo que sortear aún 
el peso de un órgano de poder público caracterizado 
por las miradas y comportamientos racistas. Así lo se-
ñaló José Bailaba (2005): 

Mucho se critica: “Cómo los indios sin saber leer 
ni escribir ahora quieren ser más sabios que noso-
tros”. Eso está todavía vigente. 

Concluido el mandato de Bailaba, con una lectura críti-
ca sobre los cambios que deberían darse en el Órgano 
Legislativo nacional desde la representación indígena 
de tierras bajas, agregó: 

Los parlamentarios deben tener principios y 
convicciones, tener moral y tener ética; pero en 
política eso es poco difícil. En mi experiencia, los 
sectores, al que más miente más le creen. Nosotros 
también somos culpables, porque exigimos 
que nos mientan para que nosotros después les 
terminemos creyendo. 

Finalmente, y sobre los cambios generados para los 
pueblos indígenas a partir de la presencia en el Con-
greso, Bailaba (2005) precisó:

Creemos que eso ha sido el principio de sentar 
soberanía: lo pueblos indígenas tienen la 
misma capacidad que el que ha estado en las 
universidades superiores. 

La primera experiencia de participación indígena en la 
Cámara de Diputados no representó ni el 1 % de los 
130 diputados, y menos aún del total del Parlamento 
Nacional.

El mismo año, las organizaciones 
indígenas de tierras bajas, en articu-
lación con otros actores, realizaron 
la IV Marcha Indígena que posicio-
nó la demanda de una Asamblea 
Constituyente para refundar el país. 
Este hecho, de carácter trascenden-
tal, desencadenó la confluencia de 
diversos sectores sociales y regio-
nes del país, en particular de indí-
genas-campesinos que fundaron el 
Pacto de Unidad, en cuyo seno se 
construyó la propuesta del Estado 
Plurinacional como la base central 
para la vigencia de una sociedad 
diversa e incluyente, además del 
reconocimiento de los derechos 
colectivos de los pueblos indígenas. 

Entre los contenidos centrales de la 
propuesta de nueva Constitución, 
fueron incorporadas reivindicacio-
nes históricas para el movimiento 
indígena como: la libre determi-
nación, el sistema de gobierno y la 
democracia comunitaria, los dere-
chos colectivos, la administración 
de la justicia indígena, la represen-
tación política y espacios de repre-
sentación, la autonomía indígena, 
tierra territorio y recursos natura-
les renovables y no renovables y la 
economía comunitaria. 

En 2004, debido a las presiones 
de los movimientos sociales, bajo 
el protagonismo de indígenas y 
campesinos, se logró reformar la 
Constitución Política del Estado 
(CPE), lo que permitió el reco-
nocimiento de nuevas formas de 
participación y representación 
política y, por tanto, un resque-
brajamiento del sistema de parti-
dos políticos. Constituyó también 
un primer paso para la participa-
ción ciudadana a través de otras 
formas de organización. Se rom-
pió parcialmente el monopolio 
de los partidos en la conforma-
ción de los poderes del Estado. 

En sintonía con la reforma consti-
tucional de 2004, se promulgó la 
Ley de Agrupaciones Ciudadanas 
y Pueblos Indígenas Nº 2771 que 
abrió la posibilidad a los pue-
blos indígenas de participar en 
las elecciones municipales con 
candidaturas y siglas propias. Este 
avance significó que, en algunos 
casos, los pueblos indígenas lo-
gren acceder al poder local. Dicha 
participación ya se encontraba vi-
gente, en alguna medida, con la 
Participación Popular en algunos 
municipios con población indí-
gena como: Urubichá, Gutiérrez, 
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y Villa Montes, caso estudiado por Ana María Lema et 
al. (2002). Además de otros municipios como Charagua 
en la región del Chaco y San Ignacio de Mojos en la 
Amazonía Sur del país, Oscar Bazoberry (2008) reali-
zó un estudio comparativo de los dos municipios  de 
Charagua y Moxos; así como Hernán Ávila (2009), quien 
investigó el caso de la participación política del pueblo 
mojeño en el departamento de Beni 7.

Con estos antecedentes, la CPE de 2009, emanada del 
proceso constituyente (2006-2008)8 y aprobada median-
te referendo constitucional con el 61,4 % de los votos 
válidos, reconoce el ejercicio de la democracia directa 
y participativa, representativa y comunitaria, esta última 
ejercida por los pueblos indígenas y naciones originarias. 

Según el texto constitucional, la democracia comu-
nitaria se ejerce por medio de la designación o nomi-
nación de autoridades y representantes, y mediante 
normas y procedimientos propios de las naciones y 
pueblos indígena originario campesinos. 

7	 Para conocer más sobre la participación política en el ámbito 
municipal ver: Lema, Ana María et al. (2002). De la huella al impacto. La 
Participación Popular en municipios con población indígena (Urubichá, 
Gutierrez, Villa Montes). La Paz: PIEB. Bazoberry Chali, Oscar (2008): 
Participación, poder popular y desarrollo: Charagua y Moxos. La Paz: 
CIPCA, U-PIEB. Ávila, Hernán (2009):  Nuevas sendas en la milenaria 
búsqueda del pueblo mojeño. Experiencia de su participación política-
electoral en Mojos. Santa Cruz de la Sierra: CEJIS.

8	  Para conocer la participación de los pueblos en el proceso 
constituyente ver: Valencia Pilar y Égido Iván (2010). Los pueblos 
indígenas de las tierras bajas en el proceso constituyente boliviano. 
Santa Cruz-Bolivia: CEJIS.

En el marco de lo establecido por 
la CPE, es importante considerar 
desde una perspectiva crítica los 
alcances de este mecanismo. En 
ese contexto, cabe resaltar que 
una conceptualización de la de-
mocracia comunitaria debería 
partir del reconocimiento de to-
das sus facultades y no solo de 
la elección de representantes. La 
democracia comunitaria debe 
ser entendida como el mecanis-
mo a través del cual se definen 
estrategias para el control del te-
rritorio y el aprovechamiento de 
los recursos naturales, así como 
para la toma de decisiones colec-
tivas sobre las necesidades de la 
comunidad, en salud, educación, 
servicios básicos, la resolución de 
conflictos y fundamentalmen-
te la administración de justicia  
(Vargas, 2014). 

En el horizonte del reconoci-
miento de los derechos políticos 
de carácter colectivo, la Cons-
titución dispone que las nacio-
nes y pueblos indígena originario 
campesinos pueden elegir a sus 
representantes en las instancias 
que corresponda, a través de sus 
organizaciones representativas y 
formas propias de elección.

Con la constitucionalización del 
derecho al ejercicio de los siste-
mas políticos y de toma de de-
cisiones propias, la democracia 
comunitaria y la participación 
política indígena en la Asamblea 
Legislativa Plurinacional (ALP), las 
organizaciones indígenas de las 
tierras bajas construyeron de for-
ma participativa una propuesta de 
Ley Electoral, con el objetivo de 
materializar este reconocimien-
to. De esta manera, la propuesta 
elaborada por la Confederación 
Indígena del Oriente Boliviano (CI-
DOB) y sus regionales propugnó 
el reconocimiento de 36 escaños, 
a fin de reflejar el número y la di-
versidad de los pueblos indígenas 
del país reconocidos en la Consti-
tución; sin embargo, ante la nega-
tiva a esta propuesta durante las 
negociaciones con autoridades de 
los órganos Ejecutivo y Legislativo, 
la propuesta se limitó a 14 escaños.

Con este antecedente, el 14 de 
abril de 2009 se aprobó la Ley Nº 
4021 del Régimen Electoral Tran-
sitorio, que cumplió de manera 
parcial el mandato de la CPE y 
reconoció la creación de siete 
circunscripciones especiales indí-
gena originario campesinas en el 
territorio nacional. 
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A poco más de diez años de pro-
mulgado el régimen electoral 
transitorio, el reconocimiento 
parcial del derecho de los pue-
blos indígenas a formar parte de 
uno de los órganos de poder pú-
blico del Estado aún es un tema 
pendiente de discusión. En el 
caso del departamento de Potosí, 
la ALP no reconoció la represen-
tación especial, incumpliendo el 
principio de densidad poblacio-
nal y minoría étnica establecido 
por el parágrafo VII del artículo 
146 del texto constitucional, pues 
asumió que el 100 % de los pue-
blos indígenas originarios que 
habitan en ese departamento se 
autoidentifican como quechuas. 
En cambio, para el departamen-
to de Chuquisaca la decisión fue 
política, pues los diputados de 
este departamento definieron 
no apoyar la aprobación de la Ley 
Transitoria, porque se perdería 
una representación plurinominal 
para dar paso a la representación 
especial indígena, que debía be-
neficiar a guaraníes, yamparas y 
qara qaras. Ambos casos repre-
sentan una deuda histórica que 
debe ser superada desde una ac-
ción positiva por una nueva ALP.

A pesar de los cuestionamientos 
a esta norma que violentó lo re-
conocido en la CPE, los pueblos 
indígenas definieron participar en 
las elecciones nacionales de 2009 
y eligieron de manera orgánica y 
en alianza a sus representantes a 
las diputaciones a través de la re-
presentación de los partidos polí-
ticos, para después someterlos a 
la elección por la vía de la demo-
cracia representativa y liberal: “Un 
ciudadano un voto”. 

Un balance de esta primera expe-
riencia muestra que, a pesar de lo 
establecido en la norma y su ca-
rácter restrictivo, los pueblos in-
dígenas de tierras bajas avanzaron 
en formar parte de las institucio-
nes y órganos de poder público.

Con el antecedente de la discuti-
da Ley Nº 4021, el Órgano Legisla-
tivo aprobó en 2010 la Ley N° 026 
del Régimen Electoral, que ratificó 
el carácter inconstitucional de la 
norma transitoria y consolidó las 
siete circunscripciones especiales 
indígena originario campesinas, 
además de determinar que la pos-
tulación de candidaturas sería 
posible a través de las organiza-
ciones de las naciones y pueblos 

indígena originario campesinos u organizaciones políticas 
debidamente registradas ante el Órgano Electoral Pluri-
nacional (OEP).

REPRESENTACIÓN INDÍGENA EN LA ASAMBLEA 
LEGISLATIVA PLURINACIONAL POR DEPARTAMENTO

DEPARTAMENTO NACIONES Y PUEBLOS 
INDÍGENAS MINORITARIOS

NÚMERO DE 
REPRESENTANTES 
EN LA ASAMBLEA 

LEGISLATIVA 
PLURINACIONAL

Santa Cruz
Chiquitano, guaraní, guarayo, ayoreo, 

yuracaré-mojeño
1

Beni

Tacana, pacahuara, itonama, joaquiniano, 

maropa, guarasuwe, mojeño, sirionó, 

tsimane, movima, cayubaba, moré, cavineño, 

chacobo, canichana, mosetén y yuracaré

1

Pando
Yaminagua, pacahuara, esse ejja, machineri 

y tacana
1

Tarija Guaraní, weenhayek y tapieté 1

Cochabamba Yuracaré y yuqui 1

La Paz	
Afroboliviano, mosetén, leco, kallawaya, 

tacana y araona
1

Oruro Chipaya y uru murato 1

 Fuente: elaboración propia con base en datos del OEP, 2020.
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En este contexto, la posibilidad de una representación 
directa para los pueblos indígenas fue restringida por 
autoridades del OEP, que durante los procesos elec-
torales de carácter nacional de 2010, 20149 y 2019 no 
reconocieron el registro de las organizaciones indíge-
nas a nivel nacional, limitando éste solo a los niveles 
departamentales10 y municipales, situación que se rati-
ficó en la Ley de Organizaciones Políticas (LOP) N° 1096 
aprobada por la ALP en septiembre de 2018, que de 
manera general reconoció como parte de las organiza-
ciones políticas a las organizaciones de las naciones y 
pueblos indígena originario campesinos. 

Con la aprobación de la Ley N° 1096, el país profundi-
zó el fenómeno de regresión respecto a los derechos 
políticos de los pueblos indígenas reconocidos por la 
CPE. Lo que parcialmente había sido alcanzado luego 
del proceso de discusión y construcción de la Ley N° 
026, y que representaba más de 30 años de reivindi-
caciones en materia de participación y representación 
política indígena en el nivel central del Estado, fue 
desconocido por la LOP. Esta norma, de manera con-
traria a lo previsto por el texto constitucional, limita 

9	  Centro de Estudios Jurídicos e Investigación Social (CEJIS) 
(2014). Participación política de los pueblos indígenas de tierras bajas. 
Boletín Bolivia Plurinacional. Año 5 / Nº 6. Santa Cruz - Bolivia: IWGIA, 
Diakonia y Oxfam.

10	  Para ver la participación de los asambleístas indígenas en el 
legislativo cruceño ver: Marca M., Juan Pablo (2019). “Indígenas en la 
democracia de la ciudad. La visión de los representantes indígenas de 
tierras bajas sobre democracia, su papel en el legislativo cruceño y su 
inclusión en el proceso de cambio” en: Revista Sociológicas, Tercera 
época, año 2, número 2, volumen 13, diciembre, 2019. Santa Cruz: 
Imprenta Universitaria.

la participación indígena al ám-
bito nacional, estableciendo que 
las organizaciones de las nacio-
nes y pueblos indígena originario 
campesinos son las estructuras 
que posibilitan la participación 
de estos actores únicamente en 
procesos electorales de carácter 
subnacional.

Por otro lado, y siempre con la ca-
racterística de norma restrictiva 
e inconstitucional, la Ley N° 1096 
determinó la condición para el 
registro de las organizaciones de 
las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos, descono-
ciendo la primacía de la CPE y la 
aplicación directa del derecho a 
ser elegidos y a ser parte de los 
órganos de poder, reconocido 
por normas y tratados internacio-
nales de derechos humanos.

La LOP estableció, entre algunos 
de los requisitos, la presentación 
de estatutos orgánicos o actas 
constitutivas que consignen su 
naturaleza como organización de 
las naciones y pueblos indígenas, 
determinación contraria a las ga-
rantías de la democracia comu-
nitaria previstas en la Ley Nº 026, 
donde se determina que ésta no 

requiere de normas escritas para 
su ejercicio, salvo decisión de las 
propias naciones o pueblos in-
dígenas. También establece al 
OEP como instancia responsa-
ble de proteger este precepto, 
prohibiendo cualquier acción 
o decisión que atente contra la 
aplicación de este mecanismo. 
Finalmente, en el ámbito del re-
conocimiento a la democracia 
comunitaria, la Ley N° 1096 con-
solidó su carácter inconstitucio-
nal al establecer la aplicación de 
requisitos en la selección y elec-
ción directa de asambleístas y 
concejales para la constitución de 
órganos deliberativos de acuerdo 
a la normativa vigente.

De esta manera, con la promul-
gación y puesta en vigencia de la 
LOP, el Estado boliviano vulneró 
los derechos políticos de mujeres 
y hombres indígenas, ya que se es-
tablecieron limitaciones en el de-
recho a ser elegidas/os en repre-
sentación de estas colectividades 
y a participar en la dirección de 
los asuntos públicos. Asimismo, 
se desconoció lo establecido en 
la normativa internacional vincu-
lada a la tutela de los derechos 
humanos, como la Convención 
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Americana y los instrumentos internacionales de dere-
chos de los pueblos indígenas como el Convenio 169 de 
la OIT y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas, que promueven el 
fortalecimiento de los sistemas democráticos y el plu-
ralismo político. 
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Durante 2019 el país vivió una crisis política e institu-
cional, así como uno de los procesos electorales más 
complejos de los últimos 15 años a raíz de la decisión 
del Tribunal Supremo Electoral (TSE) de habilitar la 
candidatura de Evo Morales a la presidencia del Esta-
do. Morales, quien ya ejercía de presidente, pretendió 
por tercera vez consecutiva, y de manera contraria a lo 
establecido en la Constitución, postular para acceder 
a este cargo, desconociendo los resultados del Refe-
rendo de 2016, apoyado en la Sentencia Constitucional 
0084/20171, hecho que derivó en protestas ciudadanas 
que se incrementaron de manera paulatina. 

En este contexto se desarrollaron las elecciones genera-

1	  La sentencia, emitida por el Tribunal Constitucional 
Plurinacional el 28 de noviembre de 2017, declaró la aplicación 
preferente del Art. 23 del Pacto de San José de Costa Rica, 
habilitando al Presidente y autoridades subnacionales a postularse 
en las elecciones de manera continua a pesar de lo establecido en el 
artículo 168 de la CPE.

les el 20 de octubre. Concluida la 
jornada electoral, el escenario de 
convulsión social aumentó tras las 
denuncias de fraude electoral invo-
cadas por el candidato presidencial 
por Comunidad Ciudadana (CC), 
Carlos Mesa, y colectivos ciudada-
nos, luego de que el día de elec-
ción se paralizó la Transmisión de 
Resultados Electorales Preliminares 
(TREP) durante 24 horas, cuando 
ya se había alcanzado el 83 % de 
las actas transmitidas y verificadas. 
Hasta este porcentaje, el MAS y CC 
tenían un margen de diferencia del 
7,2 %, lo cual abría la posibilidad de 
una segunda vuelta electoral. Sin 
embargo, el 21 de octubre el TREP 
nuevamente fue habilitado, con 
resultados que mostraban una di-
ferencia de más del 10 % lo cual, se-
gún las reglas electorales, daba por 
ganador al MAS en primera vuelta. 

Este hecho acentuó la descon-
fianza que se generó en la pobla-
ción y las organizaciones políti-
cas opositoras, consolidando en 

2	  En ese contexto, el candidato Carlos Mesa desconoció en primera instancia los resultados 
y convocó a la ciudadanía a la “resistencia civil” y a la defensa de la democrática. La medida también 
fue asumida por el Comité de Defensa de la Democracia (CONADE), las plataformas ciudadanas, 
comités cívicos y partidos políticos, gestándose una serie de protestas nacionales, seguidas de la 
toma y quema de algunos Tribunales Electorales Departamentales (TED).

el escenario nacional la idea de 
un fraude electoral y desde di-
versos sectores de la sociedad se 
convocó a la defensa del voto y a 
la resistencia civil2. En medio de 
este escenario, el 25 de octubre 
el TSE proclamó los resultados 
oficiales donde se dio por gana-
dor al MAS con el 47,08 % de los 
votos, frente a 36,51 % que habría 
obtenido la alianza CC. Los resul-
tados fueron rechazados por la 
ciudadanía movilizada y los parti-
dos políticos. Ante esta situación 
y en la búsqueda de una salida 
institucional, el 22 de octubre el 
Gobierno nacional, a través de la 
Cancillería, trasladó la invitación 
del OEP a la Secretaría General 
de la Organización de Estados 
Americanos (OEA) para auditar 
el cómputo oficial del proceso 
electoral y verificar su transpa-
rencia y legitimidad. 

El mismo 22 de octubre la OEA 
aceptó la invitación y comunicó 
que la verificación de la transpa-
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rencia y la legitimidad del proce-
so electoral se realizaría a través 
de la Misión de Observación Elec-
toral (MOE), y resaltó que con la 
finalidad de asegurar la máxima 
seriedad y rigurosidad del ejerci-
cio solicitado por el Estado boli-
viano, las conclusiones de la MOE 
tendrían el carácter vinculante 
para las partes. 

En atención a dicha solicitud, la 
Secretaría General de la OEA y 
el Estado Plurinacional de Boli-
via firmaron un acuerdo relativo 
al análisis de integridad electoral 
de las Elecciones Generales del 
20 de octubre. El acuerdo obli-
gaba al Estado boliviano a garan-
tizar todas las facilidades para el 
cumplimiento adecuado de la 
auditoría al cómputo oficial de 
votos, así como la verificación de 
actas, aspectos estadísticos, re-
visión del proceso y cadena de 
custodia, de conformidad con las 
normas vigentes.

La auditoría se concentró en la 
jornada electoral del 20 de oc-

3	  Ver: Informe final de la auditoría de las elecciones en Bolivia: Hubo manipulación 
dolosa e irregularidades graves que imposibilitan validar los resultados, ver: https://www.
oas.org/es/centro_noticias/comunicado_prensa.asp?sCodigo=C-109/19.

tubre y sus fases posteriores. El 
equipo de expertos internaciona-
les asumía la responsabilidad de 
emitir un informe como resultado 
de su trabajo, que sería remitido 
al gobierno del Estado Plurinacio-
nal por los canales diplomáticos. 

El 10 de noviembre, la OEA dio a 
conocer los resultados prelimi-
nares, señalando la existencia de 
una “manipulación dolosa” e “irre-
gularidades graves”3 en el proce-
so electoral, invalidando de esta 
manera la victoria del MAS en pri-
mera vuelta. En ese contexto, el 
expresidente Evo Morales anun-
ció tres medidas: la anulación de 
todo el proceso electoral, la con-
vocatoria a nuevos comicios y la 
renovación total de la Sala Plena 
del TSE. Sin embargo, la decisión 
no calmó las protestas que se 
habían acrecentado y pedían la 
renuncia de Morales. Esta posibi-
lidad se concretó luego del motín 
policial (8 de noviembre) y de la 
solicitud pública de renuncia del 
mandatario, realizada por el Co-
mité Ejecutivo de la Central Obre-

ra Boliviana (COB) y del Coman-
dante de las Fuerzas Armadas. 

La decisión de Morales de renun-
ciar a la presidencia dio paso a un 
escenario complejo, pues por 48 
horas el país quedó con un vacío 
de poder como consecuencia de 
la imposibilidad de activar la su-
cesión constitucional por la re-
nuncia de las autoridades del Ór-
gano Ejecutivo y Legislativo, que 
se encontraban en la línea de su-
cesión constitucional: vicepresi-
dencia, presidencia de la Cámara 
de Senadores y presidencia de la 
Cámara de Diputados. Esta situa-
ción desencadenó una escalada 
de violencia, principalmente en 
Cochabamba, entre grupos afines 
al MAS y la llamada Resistencia 
Juvenil Cochala, y en La Paz, don-
de algunos grupos perpetraron 
actos violentos contra la propie-
dad pública y privada. Los grupos 
movilizados se organizaron entre 
quienes exigían la continuidad de 
Morales en el poder y aquellos 
que exigían una transición demo-
crática, en el marco de lo previsto 
por el texto constitucional.

4	  Cabe recalcar que la alianza UD obtuvo el 4 % de votación durante las Elecciones 
Generales de 2014.

En la Asamblea Legislativa Plu-
rinacional no se contaba con el 
quórum requerido para instalar 
una sesión y, con solo la partici-
paron de los partidos políticos de 
oposición, se designó como Pre-
sidenta del Estado a la senadora 
por el departamento de Beni Jea-
nine Añez, electa en el cargo por 
Unidad Demócrata (UD)4 y que 
hasta ese entonces ejercía como 
segunda presidenta de la Cámara 
de Senadores. 

Luego de una frustrada sesión de 
la Asamblea Legislativa Plurina-
cional (ALP), Añez se proclamó 
como presidenta constitucional 
de Bolivia, alegando sucesión 
constitucional ante la ausencia 
del expresidente electo Evo Mo-
rales, quien se asiló en México el 
12 de noviembre. La decisión de 
designar a Añez en la presidencia 
del Estado fue respaldada por el 
Tribunal Constitucional Plurina-
cional (TCP) a través de un comu-
nicado que dio las certidumbres 
legales para el proceso de suce-
sión, en el marco de lo previsto 
por la Sentencia Constitucional 

https://www.oas.org/es/centro_noticias/comunicado_prensa.asp?sCodigo=C-109/19
https://www.oas.org/es/centro_noticias/comunicado_prensa.asp?sCodigo=C-109/19
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0003/015. Con esta decisión, el país ingresó a una eta-
pa de gobierno de transición con un objetivo especí-
fico: la conformación de un nuevo Órgano Electoral 
y la convocatoria a elecciones generales para elegir 
a las nuevas autoridades del Órgano Ejecutivo y del 
Órgano Legislativo. 

De esta manera, el 24 de noviembre se promulgó la Ley 
Nº 1266 de Régimen Excepcional y Transitorio para la 
Realización de Elecciones Generales, norma que dejó 
sin efecto legal las Elecciones Generales del 20 de oc-
tubre de 2019 y sus resultados, y dispuso la realización 
de nuevas elecciones para elegir a una o un Presidente 
y una o un Vicepresidente; además de los titulares y su-
plentes de 36 senadurías, 60 diputaciones plurinomina-
les, 63 diputaciones uninominales y siete diputaciones 
indígenas en circunscripciones especiales. También es-
tableció la elección de nueve representantes supraes-
tatales, uno por cada departamento, para el periodo de 
mandato constitucional 2020-2025. Asimismo, y de ma-
nera excepcional, cesaron las funciones de los vocales 
electorales titulares y suplentes responsables de reali-
zar la fallida elección de 2019 a nivel nacional y depar-
tamental, y determinó la realización de nuevos proce-
sos de elección de autoridades del TSE y los Tribunales 
Electorales Departamentales (TED). 

Concluido el proceso de selección de miembros de las 
salas plenas a nivel nacional y departamental, el TSE, 
en el marco de sus atribuciones, emitió la Resolución 

5	  Sentencia emitida por el Tribunal Constitucional Plurinacional 
el 31 de julio de 2001.

TSE-RSP ADM N° 009/20206 de 
convocatoria para las elecciones 
generales7, a realizarse inicial-
mente el domingo 3 de mayo. 
Sin embargo, luego de la llegada 
del Covid-19 al país y la determi-
nación del gobierno central de 
ingresar a una cuarentena rígida, 
la autoridad electoral se vio obli-
gada a postergar la fecha. De esta 
manera, a través de un acuerdo 
entre el TSE y la ALP ratificado 
por la Ley Nº 1297, se determinó 
postergar las elecciones, estable-
ciendo que el TSE en el marco de 
sus atribuciones constitucionales 
fijaría la nueva fecha para la jorna-
da de votación a efectuarse en un 
plazo máximo de 90 días compu-
tables a partir del 3 de mayo de 
2020. La norma ratificó que la de-
finición de la nueva fecha se reali-
zaría mediante resolución expre-
sa conforme a criterios técnicos 
del TSE y científicos provenientes 
de órganos especializados. 

6	  De 5 de enero de 2020.

7	  La Ley Nº 1266 en su artículo 12 dispuso el plazo de 48 horas luego de la posesión 
de las nuevas autoridades del organismo electoral para emitir la Convocatoria a la Elecciones 
Generales 2020. Esta fecha fue ampliada el 20 de diciembre a través de la Ley Nº 1268, que 
determinó 10 días hábiles luego de la posesión de las nuevas autoridades electorales para 
emitir la convocatoria.

8	  De 21 de junio de 2020.

Con este antecedente, la Asam-
blea Legislativa intentó aprobar 
una ley que fije los comicios para el 
mes de agosto; sin embargo, ante 
el ascenso de casos de Covid-19 
en el país esto no se materiali-
zó. En junio de 2020 la autoridad 
electoral, luego de un acuerdo 
con las organizaciones políticas 
del MAS, CC y Libre 21, anunció la 
realización de las elecciones para 
el domingo 6 de septiembre, deci-
sión que fue ratificada por la ALP 
a través de la Ley Nº 13048. 

En la segunda mitad del mes de 
julio, dada la crítica situación sani-
taria y el caos político, la disyunti-
va entre el derecho a la salud y el 
ejercicio de los derechos políticos 
se incrementó. Al interior de las or-
ganizaciones sociales se profundi-
zó el debate sobre la continuidad 
de un gobierno transitorio y la ne-
cesidad de contar con un gobierno 
elegido por el pueblo para atender 
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la emergencia sanitaria y las con-
secuencias posteriores a la pande-
mia. En ese contexto, el 23 de julio 
el organismo electoral determinó 
diferir la fecha de la jornada elec-
toral para el 18 de octubre de 2020. 

Esta decisión causó gran descon-
tento en sectores afines al MAS y en 
otras organizaciones sociales, prin-
cipalmente campesinas, así como 
en las autoridades de Gobierno. La 
COB y las organizaciones del Pac-
to de Unidad plantearon mantener 
la fecha de los comicios para el 6 
de septiembre y no prorrogar más 
el gobierno transitorio, amenazan-
do con medidas de movilización. 
En ese sentido, el TSE convocó al 
diálogo el 30 de julio a diferentes 
sectores sociales y políticos; en ese 
espacio se presentaron los  fun-
damentos constitucionales, sani-
tarios, científicos y técnicos que 
justifican la nueva fecha. Estos ar-
gumentos no convencieron a la 

9	  Ver: Órgano Electoral Plurinacional (2020): “El TSE convoca a Organizaciones 
Sociales a reunión para explicar bases técnicas, científicas y constitucionales del cambio 
de fecha de las elecciones para el 18 de octubre”, en: https://www.oep.org.bo/institucional-
institucional/el-tse-convoca-a-organizaciones-sociales-a-reunion-para-explicar-bases-
tecnicas-cientificas-y-constitucionales-del-cambio-de-fecha-de-las-elecciones-para-el-18-
de-octubre/

10	  De 15 de enero de 2020.

COB, por lo que definió convocar 
a protestas para el 3 de agosto, ase-
gurando que no existía la voluntad 
para consensuar una fecha inter-
media para los comicios9. Luego de 
13 días de movilizaciones y tensio-
nes entre los órganos del Estado y 
los movimientos sociales, las fuer-
zas políticas al interior de la ALP 
llegaron a un acuerdo para ratificar 
la fecha propuesta por el TSE. Al-
canzado el consenso, el 13 de agos-
to la presidencia del Estado pro-
mulgó la Ley Nº 1315, que amplía 
el aplazamiento para la realización 
de las Elecciones Generales 2020 y 
determina como fecha límite para 
su realización el domingo 18 de 
octubre. A su vez, establece que 
este plazo no puede ser modifica-
do por los alcances de la Declara-
ción Constitucional Plurinacional 
0001/202010. 

Con estos antecedentes, Bolivia se 
apresta a vivir uno de los procesos 

electorales más complejos en 38 años de vida democrática. 
El reto será fortalecer a la institucionalidad democrática del 
país, a partir del establecimiento de las condiciones para 
una mayor y mejor participación de la ciudadanía, garanti-
zando el ejercicio de sus derechos políticos en un contexto 
de transición luego de la pandemia provocada por el Co-
vid-19, la crisis social, política y económica. 

EL FALSO DEBATE: UN CIUDADANO UN VOTO 

Luego de la crisis política y social que vivió el país entre 
octubre y noviembre de 2019 y con la convocatoria a nue-
vas Elecciones Generales administradas por un renovado 
Órgano Electoral, producto del consenso en el escenario 
legislativo, varias organizaciones de la sociedad civil, inte-
lectuales y políticos, posicionaron en la discusión políti-
ca electoral algunas consignas como: “Un ciudadano un 
voto” y “voto urbano vs. voto rural”.

Estas consignas encontraron sustento en la siguiente pre-
misa: los votos de las zonas rurales, por sus características 
demográficas (limitado número de habitantes/votantes), 
pueden tener un mayor número de diputados con un me-
nor número de votos; situación que es contraria en las zo-
nas urbanas, en las que una mayor cantidad de votantes 
alcanzan una menor representación, lo cual genera como 
resultado que el voto del área urbana sea un tercio menor 
en comparación al voto del ciudadano del área rural11.

Durante el mes de mayo, la senadora por el departamento 

11	  Ver: artículo de opinión del periodista Humberto Vacaflor: https://
www.hoybolivia.com/Blog.php?IdBlog=43381&tit=democracia_violada

https://www.hoybolivia.com/Blog.php?IdBlog=43381&tit=democracia_violada
https://www.hoybolivia.com/Blog.php?IdBlog=43381&tit=democracia_violada
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de Pando Carmen Eva Gonzales 
presentó una acción de incons-
titucionalidad abstracta ante el 
TCP contra los contenidos de 
la Ley Nº 421 de Distribución de 
Escaños entre Departamentos, 
promulgada en la gestión 2013. 
La demanda de inconstitucional 
planteó, entre otros aspectos, 
que la Ley Nº 421 era contraria 
al principio de equidad sobre la 
base de los datos correspondien-
tes al último censo nacional; así 
como a los derechos fundamen-
tales establecidos por la CPE so-
bre la democracia representativa 
pues de los 70 escaños a nivel 
nacional, el 70 % de la represen-
tación uninominal corresponde-
ría al área rural y solo el 30 % al 
área urbana. Según los argumen-
tos esgrimidos por la Senadora, 
la distribución de escaños entre 
departamentos habría otorga-
do 43 diputaciones al área rural 
y solo 27 al área urbana, a pesar 
de que el último Censo de Pobla-
ción y Vivienda (2012) indica que 
el 67 % de las y los bolivianos vi-
ven en el área urbana. 

12	  Ver: https://eldeber.com.bo/pais/conade-pide-al-tcp-establecer-el-mismo-valor-
de-los-votos-electorales-en-areas-rurales-y-urbanas_179699

El planteamiento realizado por la 
senadora Gonzales, fue respalda-
do por algunas organizaciones de 
la sociedad civil como el Comité 
Nacional de Defensa de la Demo-
cracia (CONADE), que a media-
dos del mes de agosto reivindicó 
el principio de igualdad del voto 
ciudadano12 y solicitó al TCP pro-
nunciarse para reparar el mismo 
valor de los votos electorales 
en áreas rurales y urbanas; pero 
además señaló que la Ley Nº 421 
definió la distribución de esca-
ños para la Cámara de Diputados, 
permitiendo una injusta despro-
porcionalidad que favorece a la 
votación en las áreas rurales que, 
con un 30 % de la población, aca-
para el 70 % del poder político, 
por lo que advirtieron sobre la 
vulneración del principio demo-
crático “una persona, un voto, el 
mismo valor”. 

La posición asumida por repre-
sentantes en el Senado, organiza-
ciones de la sociedad civil defen-
soras de la democracia y algunos 
analistas políticos, fue clara y con-
tundente y constituyó un falso 

debate contario al principio de no regresión en materia de derechos 
humanos13, pues al buscar una supuesta “equidad”, pone en tela de juicio 
derechos políticos de carácter colectivo materializados en la actual CPE, 
que fueron recogidos en el texto constitucional como resultado de una 
afirmación positiva en relación a las minorías étnicas y al carácter plural 
y multicultural del Estado. 

A la fecha la demanda de inconstitucionalidad abstracta fue resuelta 
por el TCP. De manera previa a su desición  encontró varias respuestas 
con carácter interpelativo, desde intelectuales y sectores vinculados a 
la academia hasta medios de comunicación14. 

En el caso del reconocimiento a las circunscripciones indígenas y la po-

13	  El principio de no regresión implica necesariamente una obligación negativa 
de no hacer. De esta forma, el nivel de protección ya alcanzado debe ser respetado, no 
disminuido sino incrementado. La principal obligación que conlleva su correcta aplicación 
es precisamente la de no retroceder; no afectar los umbrales y estándares de protección 
ya adquiridos; no derogar, modificar, relajar ni flexibilizar la normativa vigente en la medida 
que esto conlleve disminuir, menoscabar o, de cualquier forma, afectar negativamente 
el nivel actual de protección; no disminuir el patrimonio a transmitir a las generaciones 
futuras como garantía de progreso.

14	  Para profundizar el análisis y el debate sobre este tema ver entre otros a: 	  
	 José Antonio Rivera: https://www.lostiempos.com/actualidad/opinion/20200302/
columna/existe-desigualdad-valoracion-del-voto-emitido-elegir-diputados.  
	 Gonzalo Rojas Ortuste: https://www.paginasiete.bo/opinion/2020/5/13/informe-
sumario-sobre-la-desproporcion-en-la-asamblea-legislativa-255366.html?utm_source=dlvr.
it&utm_medium=facebook.  
	 Eduardo Leaño: https://brujuladigital.net/opinion/subrepresentacion-o-
sobrerrepresentacion-de-circunscripciones-uninominales. 
	 Juan Pablo Marca: https://www.paginasiete.bo/opinion/2020/6/1/tres-preguntas-
sobre-la-consigna-un-ciudadano-un-voto-257061.html. 
	 Luciana Molina: https://eldeber.com.bo/183295_desmitificando-la-desigualdad-
del-voto-rural-frente-al-urbano; y,  
	 Raúl Peñaranda: https://brujuladigital.net/politica/analisis-la-
sobrerrepresentacion-rural-en-el-legislativo-es-minima-cualquier-reforma-generaria-
escasos-cambios-politicos.

https://eldeber.com.bo/pais/conade-pide-al-tcp-establecer-el-mismo-valor-de-los-votos-electorales-en-areas-rurales-y-urbanas_179699
https://eldeber.com.bo/pais/conade-pide-al-tcp-establecer-el-mismo-valor-de-los-votos-electorales-en-areas-rurales-y-urbanas_179699
https://www.lostiempos.com/actualidad/opinion/20200302/columna/existe-desigualdad-valoracion-del-voto-emitido-elegir-diputados
https://www.lostiempos.com/actualidad/opinion/20200302/columna/existe-desigualdad-valoracion-del-voto-emitido-elegir-diputados
https://www.paginasiete.bo/opinion/2020/5/13/informe-sumario-sobre-la-desproporcion-en-la-asamblea-legislativa-255366.html?utm_source=dlvr.it&utm_medium=facebook
https://www.paginasiete.bo/opinion/2020/5/13/informe-sumario-sobre-la-desproporcion-en-la-asamblea-legislativa-255366.html?utm_source=dlvr.it&utm_medium=facebook
https://www.paginasiete.bo/opinion/2020/5/13/informe-sumario-sobre-la-desproporcion-en-la-asamblea-legislativa-255366.html?utm_source=dlvr.it&utm_medium=facebook
https://brujuladigital.net/opinion/subrepresentacion-o-sobrerrepresentacion-de-circunscripciones-uninominales
https://brujuladigital.net/opinion/subrepresentacion-o-sobrerrepresentacion-de-circunscripciones-uninominales
https://www.paginasiete.bo/opinion/2020/6/1/tres-preguntas-sobre-la-consigna-un-ciudadano-un-voto-257061.html
https://www.paginasiete.bo/opinion/2020/6/1/tres-preguntas-sobre-la-consigna-un-ciudadano-un-voto-257061.html
https://eldeber.com.bo/183295_desmitificando-la-desigualdad-del-voto-rural-frente-al-urbano
https://eldeber.com.bo/183295_desmitificando-la-desigualdad-del-voto-rural-frente-al-urbano
https://brujuladigital.net/politica/analisis-la-sobrerrepresentacion-rural-en-el-legislativo-es-minima-cualquier-reforma-generaria-escasos-cambios-politicos
https://brujuladigital.net/politica/analisis-la-sobrerrepresentacion-rural-en-el-legislativo-es-minima-cualquier-reforma-generaria-escasos-cambios-politicos
https://brujuladigital.net/politica/analisis-la-sobrerrepresentacion-rural-en-el-legislativo-es-minima-cualquier-reforma-generaria-escasos-cambios-politicos
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sibilidad de un ajuste para garantizar el voto en equi-
dad de condiciones, en un último boletín informativo 
el TSE señaló: el total de escaños en la ALP es asignado 
bajo los principios de igualdad territorial, equidad po-
blacional departamental, proporcionalidad y plurina-
cionalidad; el Estado reconoce la preexistencia de las 
naciones y pueblos indígena originario campesinos y su 
participación en la conformación del Órgano Legislati-
vo a través de los escaños asignados a las circunscrip-
ciones especiales indígenas, las cuales representan el 4 
% del total de la ALP. 

En este punto es importante resaltar el escaso avan-
ce alcanzado en cuanto a la participación política in-
dígena de las tierras bajas del país, en su condición de 
minoría poblacional. Si para 2002, año de la primera 
presencia indígena chiquitana a través de una diputa-
ción plurinominal, significaba menos del 1 %; para 2020 
la participación indígena de tierras bajas alcanza el 4 %.

De acuerdo a lo expuesto, es importante señalar que 
la posición expresada por el TSE permite aclarar va-
rios aspectos para superar el falso debate que busca 
una “representación equitativa” en un contexto plural 
y multicultural. Por tanto, es necesario subrayar que en 
la actual coyuntura un debate sobre la redistribución y 
asignación de escaños no podrá ser realizado fuera de 
los principios de plurinacionalidad y minoría poblacio-
nal, a través de una consulta previa libre e informada a 
los pueblos indígenas y en el marco de una afirmación 
positiva que logre avanzar mínimamente en la supera-
ción de la deuda histórica del Estado Plurinacional con 
los pueblos indígenas y originarios de Chuquisaca y Po-
tosí, así como con todos aquellos que se encuentran 
verdaderamente subrepresentados al interior de la ALP. 

GRÁFICO N° 1

DISTRIBUCIÓN TOTAL DE ESCAÑOS EN LA 
ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL

Fuente: elaboración propia con base en datos del OEP.
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GRÁFICO N° 2

PROPORCIÓN DE CIRCUNSCRIPCIONES URBANO-RURALES

 

CANDIDATURAS A TRAVÉS DE LAS 
ORGANIZACIONES INDÍGENAS 

En el marco de las Elecciones Generales 2020, el TSE apro-
bó el Reglamento para la Inscripción y Registro de Candi-
daturas N° 043/200, norma que aplica el artículo 11, pará-
grafo II, numeral 3 de la CPE y los artículos 61 parágrafo VI, 
y 106 de la Ley del Régimen Electoral, que habilitan a las 
organizaciones de los pueblos indígena originario campe-
sinos a postular sus candidaturas por las circunscripciones 
especiales sin intermediación de organizaciones políticas.

Es así que, finalmente, a diez años de la creación del OEP 
como cuarto poder del Estado, el TSE determinó de for-
ma clara el cumplimiento de la representación nacional 
directa para pueblos indígenas. Esta decisión constituye 
un paso trascendental hacia el ejercicio real de los de-
rechos políticos de los pueblos indígenas y de la demo-
cracia comunitaria, pues permite retomar y fortalecer el 
espíritu de la CPE y del Estado Plurinacional. Asimismo 
representa un desafío para los pueblos indígenas, en tan-
to que dependerá de ellos ejercer sus derechos constitu-
cionalizados y no permitir retrocesos, en vías de retomar 
su agenda histórica.

Las Elecciones Generales 2020 presentan un nuevo reto 
para el sistema democrático del país. En aplicación direc-
ta de la CPE y la Ley del Régimen Electoral, el OEP re-
conoció en este proceso a través del Reglamento para la 
Inscripción y Registro de Candidaturas la postulación de 
los pueblos indígenas de forma directa a sus representan-
tes en las circunscripciones especiales a partir de sus or-
ganizaciones, sin la intermediación de partidos políticos 
o alianzas. 

Fuente: OEP con datos de INE

Fuente: elaboración propia con base en datos del OEP. 
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Desde 2009, cuando se aprobó 
la Norma Fundamental, ésta es 
la cuarta oportunidad en la que 
mujeres y hombres indígenas ma-
yores de 18 años podrán elegir a 
sus representantes a la ALP, en 
especial diputaciones a través de 
las siete circunscripciones espe-
ciales indígenas. 

De manera interna, las organiza-
ciones indígenas reflexionaron 
sobre la postura que asumirán 
para participar en las elecciones 
de 2020, en cuanto a su postula-
ción en las circunscripciones es-
peciales indígenas mediante sus 
propias organizaciones o a través 
de partidos políticos o alianzas. 
Una vez definida su posición, no-
minaron a sus candidaturas me-
diante sus normas y procedimien-
tos propios, para después asistir a 
las urnas y elegirlas en el marco 
de la democracia representativa.

En este nuevo escenario, diferentes 
organizaciones indígenas a escala 
regional, como la Organización de 
Capitanías Weenhayek y Tapieté 
(ORKAWETA), la Coordinadora de 
Pueblos Indígenas del Trópico de 
Cochabamba (CPITCO), la Central 
Indígena de Pueblos Originarios de 
la Amazonía de Pando (CIPOAP), la 

Organización Indígena Chiquitana 
(OICH), la Central de Pueblos Ét-
nicos Mojeños del Beni (CPEMB) 
y la Asamblea del Pueblo Guaraní 
(APG), en aplicación de sus dere-
chos y normas propias, nominaron 
a sus candidaturas (titulares y su-
plentes) a la diputación en la cir-
cunscripción especial correspon-
diente, cumpliendo los criterios de 
paridad y alternancia establecidos 
por la normativa nacional. 

En algunos departamentos se re-
gistró a más de una candidatura 
por pueblo u organización indí-
gena, como en Santa Cruz, don-
de se tenía representación de la 
OICH y la APG, y en Tarija con la 
APG y ORKAWETA. 

Llama la atención que en el caso 
de Santa Cruz y Tarija existan dos 
candidaturas vía organización 
indígena. Este hecho muestra la 
pluralidad de posiciones con res-
pecto a su participación desde 
la democracia comunitaria en el 
país, además de ratificar que la di-
versidad cultural y social en algu-
nos pueblos indígenas de tierras 
bajas no constituye una forma 
única de ejercicio y definición de 
la democracia comunitaria en su 
relación con la democracia repre-

sentativa. Por otro lado, es imposible determinar la estruc-
tura interna de las posiciones de las y los líderes indíge-
nas de tierras bajas frente a la democracia representativa. 
No es posible hablar, en su interior, de un bloque político 
homogéneo entre los pueblos indígenas del oriente boli-
viano. Más allá de la existencia de las estructuras forma-
les que lo articulan en lo social, éstos se enfrentan en la 
mayoría de los casos a situaciones en las que tienen que 
tomar distintas posturas frente al campo del poder velan-
do por sus intereses. Considerando además que en la ac-
tualidad el movimiento indígena de tierras bajas atraviesa 
una seria crisis orgánica15.

Finalmente, según la lista oficial de candidaturas, publi-
cada por el organismo electoral, se habilitó a siete pos-
tulantes por representación orgánica en las circunscrip-
ciones indígenas de los departamentos de Santa Cruz, 
Beni, Cochabamba, Tarija y Pando. Sin embargo, conviene 
mencionar que no quedaron candidaturas habilitadas vía 
organizaciones indígenas en los departamentos de La Paz 
y Oruro, por incumplir los requisitos en primera instan-
cia. En estos departamentos solo existen candidaturas vía 
partidos políticos como el MAS, CC, Juntos, Creemos, FPV 
y PAN-BOL. 

15	  Para un análisis más extenso de la pluralidad en la participación 
política de los pueblos indígenas ver: Hinojosa, Marisel; Torrez, Iracema; 
Marca M., Juan Pablo y Tuero V., Roger (2016): Interculturalidad, vivir bien y 
democracia en los pueblos indígenas de tierras bajas. FES, La Paz-Bolivia. 
Pág. 68-69.
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Según la tabla Nº 1, en la postulación de las candidatu-
ras vía organizaciones indígenas se aplica el criterio de 
paridad y alternancia dispuesto por el artículo 11, inciso 
b y c de la Ley Nº 026, donde indica que “en los casos 
de elección de una sola candidatura en una circuns-
cripción, la igualdad, paridad y alternancia de género se 
expresará en titulares y suplentes. En el total de dichas 
circunscripciones por lo menos el cincuenta por cien-
to (50 %) de las candidaturas titulares pertenecerán a 
mujeres. Las listas de las candidatas y candidatos de 
las naciones y pueblos indígena originario campesinos, 
elaboradas de acuerdo a sus normas y procedimien-
tos propios, respetarán los principios mencionados en 
el parágrafo precedente”. El artículo 12, numeral II del 
Reglamento para la Inscripción y Registro de Candida-
turas N° 043/2020 menciona que “las organizaciones 
políticas y alianzas deben asegurar que en al menos 
cuatro (4) circunscripciones especiales indígena origi-
nario campesinas la primera posición titular sea enca-
bezada por una mujer”.

Los datos también permiten destacar que las organi-
zaciones indígenas que postulan a sus candidaturas, 
como la CPEMB y la OICH, por citar algunas, cuentan 
con amplia experiencia en la elección y participación 
política de forma directa en los ámbitos nacional, mu-
nicipal, y en la elección de sus asambleístas a nivel de-
partamental. Por otro lado, en referencia a la forma de 
elección interna, en el caso del departamento de Co-
chabamba, los consejos indígenas yuracaré y yuqui bia 
recuate, nominaron a sus candidaturas por consenso, 
evidenciándose una articulación entre pueblos indíge-
nas, además de un importante ejercicio de sus normas 
y procedimientos propios.

Lo mismo ocurre con la Central del 
Pueblo Étnico Mojeño (CPEMB), 
que reunida en pleno con su 
directorio, las instancias de re-
presentación y las subcentrales 
afiliadas (Subcentral del Territo-
rio Indígena Multiétnico TIM-  1, 
Subcentral del Territorio Indígena 
Mojeño-Ignaciano TIMI, Subcen-
tral del Territorio Indígena Parque 
Nacional Isiboro-Sécure TIPNIS, 
Subcentral del Territorio Indí-
gena Bella Selva, Subcentral del 
Pueblo Indígena Movima SPIM, 
Organización de Mujeres del 
TIMI y Organización de Jóvenes 
OJIM) definió participar de ma-
nera directa como organización 
indígena en la elección nacional. 
Posteriormente, procedió a elegir 
y postular a sus candidaturas titu-
lares y suplentes, quienes fueron 
electas a través de sus normas y 
procedimientos propios de ma-
nera unánime, en ejercicio de su 
democracia comunitaria, como lo 

16	 Para analizar las amenazas que atingen a las y los representantes de la democracia 
comunitaria en los espacios legislativos a nivel nacional y departamental, se recomienda 
ver: Hinojosa, Marisel; Torrez, Iracema; Marca M., Juan Pablo y Tuero V., Roger (2016). 
Interculturalidad, vivir bien y democracia en los pueblos indígenas de tierras bajas. 
FES, La Paz-Bolivia y Zegada, M. T. - Komadina, J. (2014). El espejo de la sociedad. Poder y 
representación en Bolivia. La Paz: Plural Editores.

determina su Resolución Orgáni-
ca 001/20, de fecha 24 de febrero.

De esta manera, la posición de 
las organizaciones indígenas de 
participar en la contienda elec-
toral de forma directa constituye 
un hecho trascendental que está 
siendo bien aprovechado por al-
gunos pueblos, en el marco del 
ejercicio de sus derechos polí-
ticos. Asimismo, implica la posi-
bilidad de aplicar sus sistemas 
propios de toma de decisiones y 
los mecanismos de democracia 
comunitaria. En este contexto, el 
reto para las candidaturas indíge-
nas será respetar el mandato de 
sus bases y plasmar su agenda o 
plataforma política propia en los 
espacios de representación na-
cional, y no desligarse de sus ba-
ses y organizaciones16. 
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CANDIDATURAS TITULARES VÍA ORGANIZACIONES INDÍGENAS 
EN LAS SIETE CIRCUNSCRIPCIONES ESPECIALES

17	  Entrevista realizada el 1 de julio de 2020.

18	  Entrevista realizada el 1 de julio de 2020.

Bailón Ortiz Caumol, candidato 
en la Circunscripción Especial de 
Beni por la CPEMB17: Comunario 
de base de la Comunidad San Pe-
dro del Apere del pueblo indíge-
na movima. Nació en 1987 y tiene 
33 años. Es agricultor, cantante y 
compositor. Pertenece a la Sub-
central del Pueblo Indígena Mo-
vima (SPIM). Tiene una trayectoria 
orgánica de más de ocho años 
como dirigente; fue corregidor de 
su comunidad de origen. También 
fue Secretario de Tierra y Territorio 
de la Subcentral de Cabildos In-
digenales del Territorio Indígena 
Multiétnico, cargo que ejerció 
desde 2015 hasta 2018. 

Mariana Rodríguez Gonzales, 
candidata en la Circunscripción 
Especial de Pando por el pueblo 
indígena Yaminagua18: Nació en 
la TCO Yaminagua, municipio de 
Bolpebra, Pando, el 1 de octubre 
de 1984. Tiene 35 años. Es bachi-
ller y técnica del Instituto de Len-
guas y Culturas. Cuenta con una 

trayectoria orgánica de más de 
cinco años, fue presidenta de la 
comunidad Yaminagua y Coordi-
nadora de Asuntos Indígenas de 
la Gobernación del departamen-
to de Pando y Vicepresidenta de 
la Central Indígena de Pueblos 
Originarios de la Amazonía de 
Pando (CIPOAP). 

Lourdes Miranda Tiguayo, candi-
data en la Circunscripción Espe-
cial de Santa Cruz por la APG: 
Nació en la comunidad Tatarenda 
Nuevo,  que pertenece al muni-
cipio de Cabezas, departamen-
to de Santa Cruz. Pertenece al 
pueblo guaraní. Fue Mburuvicha 
(dirigente en guaraní) de Tataren-
da. Actualmente es Mburuvicha 
de las mujeres guaraní de Bolivia, 
coordinadora de la Coordinadora 
Nacional de Defensa de los Terri-
torios Indígenas Originarios Cam-
pesinos y Áreas Protegidas de Bo-
livia (CONTIOCAP) y es parte de 
la Organización de Mujeres Gua-
raní. Es conocida por su activismo 

en el rechazo a la construcción 
del megaproyecto hidroeléctrico 
Rositas, que afectaría el modo de 
vida, cultura y productividad del 
pueblo guaraní en el área prote-
gida denominada Área Natural 
de Manejo Integrado (ANMI) Río 
Grande Valles Cruceños19. 

Aida Micaela Gil, candidata en la 
Circunscripción Especial de San-
ta Cruz por la OICH: Nació el 8 
de julio de 1970, tiene 50 años 
y vive en la comunidad indíge-
na chiquitana La Esperancita, en 
San Miguel de Velasco. Su tra-
yectoria como dirigenta barrial y 
comunitaria empezó desde muy 
joven. Fue Cacique de la Central 
de Comunidades Indígenas de 
San Miguel de Velasco (CCISM), 
Cacique de la Organización Indí-
gena Chiquitana (OICH) y Presi-
denta, junto a Clemente Salazar, 
de la Coordinadora Nacional de 
Autonomías Indígenas Originario 
Campesinas (CONAIOC). Actual-

19	  Datos obtenidos de las siguientes sitios en internet: https://www.youtube.com/
watch?v=ASNyULaRQ5Y, https://www.laregion.bo/la-energia-de-rositas-puede-arrasar-
cultura-y-tierras-productivas/.

20	  Datos obtenidos en entrevista con la candidata (1 de julio de 2020).

21	  Datos obtenidos en entrevista con el candidato (1 de julio de 2020).

mente es Cacique de su comuni-
dad de origen20.

Tito Guasu Guaguasu, candidato 
en la Circunscripción Especial 
de Cochabamba por el Consejo 
Indígena Yuqui Bia Recuate: Es 
de la comunidad Bia Recuate, 
nació el 15 de abril de 1981, tiene 
39 años. Estudió hasta tercero 
de secundaria. Maneja paquetes 
de computación Word, Excel, 
Power Point (básico). Fue facili-
tador del proyecto Ciudadanía 
del Centro de Estudios de la 
Realidad Socioeconómica (CE-
RES-Cochabamba). Fue Vicepre-
sidente de la Coordinadora de 
Pueblos Indígenas del Trópico 
de Cochabamba (CPITCO) du-
rante 2008-2010, también fue 
Cacique Mayor del Consejo Yu-
qui, la autoridad principal, entre 
2010 y 2011 y ocupó el cargo de 
Coordinador del Plan de Mane-
jo Forestal Yagua Samu entre el 
2016-201721. 

https://www.youtube.com/watch?v=ASNyULaRQ5Y
https://www.youtube.com/watch?v=ASNyULaRQ5Y
https://www.laregion.bo/la-energia-de-rositas-puede-arrasar-cultura-y-tierras-productivas/
https://www.laregion.bo/la-energia-de-rositas-puede-arrasar-cultura-y-tierras-productivas/
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Simmel Dufy Sánchez Ayala, can-
didato en la Circunscripción Espe-
cial de Tarija por la ORKAWETA: 
Nació el 16 de mayo 1992, tiene 28 
años, es comunario de La Misión 
de Villa Montes del pueblo indíge-
na weenhayek. Fue socio fundador 
y directivo de la Fundación Indíge-
na Weenhayek (FIWEN), organiza-
ción dedicada a formar mediante 
becas estudiantiles en internado a 
los jóvenes de los pueblos indíge-
nas. Ingresó a la carrera de Dere-
cho el 2017. Pertenece a la Organi-
zación de Capitanías Weenhayek 
de Tarija (ORCAWETA). Tiene una 
trayectoria orgánica como repre-
sentante de jóvenes, capitán co-
munal, coordinador y en la cartera 
derechos indígenas en las siguien-
tes organizaciones: Organización 
Juvenil del pueblo weenhayek, 
Red de Jóvenes de Economía Cir-
cular, Protagonistas, Consejo de 
Jóvenes de los Pueblos Indígenas 
de la República de Argentina y El 
Estado Plurinacional de Bolivia22. 

Justino Zambrana Cachari, can-
didato en la Circunscripción Es-
pecial de Tarija por la APG: Es 
oriundo de la comunidad Chi-

22	  Datos obtenidos en entrevista con el candidato (1 de julio de 2020).

23	  Datos obtenidos en entrevista con el candidato (27 de julio de 2020).

meo-Tarija, tiene 41 años. Cuenta 
con una trayectoria amplia en la 
dirigencia indígena de su pueblo 
y en la Asamblea Legislativa De-
partamental de Tarija. Fue Capi-
tán Comunal de Chimeo en 1996, 
Capitán Grande Puerto Margarita 
Itikaguasu, entre 1997-1998, Res-
ponsable de Tierra Territorio APG 
Itikaguasu entre 1999-2000, Res-
ponsable de Tierra Territorio del 
Consejo de Capitanes de Tarija 
entre 2001-2002, Responsable 
de Tierra Territorio APG Nacional 
entre 2002-2004, presidente de 
Consejo de Capitanes Guaraní de 
Tarija entre 2005-2010, asambleís-
ta departamental de Tarija por el 
pueblo guaraní entre 2010-2015, 
Vicepresidente. de la Asamblea 
Legislativa Departamental de Ta-
rija entre 2010-2011, Presidente de 
la Asamblea Legislativa Departa-
mental en Tarija entre 2011-2013, 
presidente de la Comisión de Pue-
blos y Naciones Indígena Intercul-
tural de la Asamblea Legislativa 
de Tarija entre 2014-2015 y actual-
mente es Presidente Nacional de 
la Nación Guaraní APG Bolivia23.	

CANDIDATURAS INDÍGENAS VÍA  
PARTIDOS Y ALIANZAS POLÍTICAS 

Respecto a las candidaturas en las circunscripciones espe-
ciales a diputaciones indígenas vía partidos políticos, de 
acuerdo con información disponible en el OEP, hasta el 23 
de febrero quedaron habilitadas 29 candidaturas, entre titu-
lares y suplentes (de ellos 13 son mujeres y 16 son hombres)24. 

24	  El 3 de febrero se inscribieron un total de 63 candidaturas a las siete 
circunscripciones especiales por las diferentes organizaciones políticas. De 
estas, varias fueron observadas por no presentar, en una primera instancia, 
todos los requisitos exigidos por ley; otras fueron inhabilitadas por incumplir 
los requisitos determinados en el Reglamento; por último, otras renunciaron.

Hasta el 23 de febrero de 2020 se habilitaron a 29 candidaturas a 
las circunscripciones especiales indígenas. Foto: Archivo CEJIS.
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Los datos muestran que en tan-
to vínculo de los partidos políti-
cos con los pueblos indígenas, el 
MAS dejó de tener el monopolio 
en la intermediación de la repre-
sentación política como ocurrió 
en las elecciones de 2010 y 2014. 
Asimismo, se observa que a pesar 
de la posibilidad de elegir a sus 
representantes de forma directa, 
algunas organizaciones indígenas 
optaron por participar con candi-
daturas en alianza con uno de los 
seis partidos políticos que dispu-

tan la presidencia del Estado. Es-
tas alianzas, en algunas circuns-
cripciones, tienen el respaldo de 
las organizaciones indígenas, de 
acuerdo a las actas consignadas. 
Por otro lado, en la mayoría de los 
casos, muchos candidatos no tie-
nen ninguna representación en 
sus circunscripciones y sus postu-
laciones obedecen más a una de-
cisión individual o a la invitación 
del partido político, y no cuentan 
con el respaldo orgánico.
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CIRCUNSCRIPCIONES 
ESPECIALES INDÍGENAS  

DE BOLIVIA
Victoria Aguilera Orrury1

Juan Pablo Marca Marca

La Ley del Régimen Electoral Nº 026 determina la re-
presentación de siete circunscripciones especiales in-
dígenas originario campesinas en el territorio nacional, 
con dos características: no trascienden límites depar-
tamentales y solo pueden abarcar y establecerse en 
áreas rurales. 

Las circunscripciones especiales están conformadas 
por Territorios Indígenas Originario Campesinos, comu-
nidades indígenas originario campesinas, municipios 
con presencia de pueblos indígenas y asientos electo-
rales. Pertenecen a las naciones o pueblos indígenas 
que constituyen minoría poblacional dentro de un de-
partamento, pudiendo abarcar a más de una nación o 
pueblo sin necesidad de tener continuidad geográfica.

1	 Ingeniera ambiental por la UAGRM. Con experiencia en 
Sistemas de Información Geográfica y Análisis Espacial. Es integrante 
de la Unidad Funcional de Investigación e Información Estratégica – 
Centro de Planificación Territorial Autonómica (CPTA) del CEJIS.

https://www.hoybolivia.com/Blog.php?IdBlog=43381&tit=democracia_violada
https://www.hoybolivia.com/Blog.php?IdBlog=43381&tit=democracia_violada
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El Tribunal Supremo Electoral, a propuesta de los Tribu-
nales Electorales Departamentales (TED), es la instan-
cia responsable de determinar la creación de nuevas 
circunscripciones con información del último Censo 
Nacional, información actualizada sobre los radios ur-
banos y los datos oficiales del Instituto Nacional de Re-
forma Agraria (INRA) sobre las Tierras Comunitarias  de 
Origen tituladas o TIOC, y otra información con carác-
ter oficial. En los últimos 10 años el TSE no realizó un 
análisis sobre la pertinencia de ampliar el número de 
circunscripciones indígenas en los departamentos de 
Chuquisaca y Potosí, considerando las variables previs-
tas por la Constitución y la Ley del Régimen Electoral. 

En el caso de los asientos electorales, éstos son deter-
minados por el Órgano Electoral Plurinacional (OEP), 
entidad que debe consultar y coordinar esta definición 
con las organizaciones de las naciones y pueblos indí-
genas. 

Para las Elecciones Generales 2020, en las siete cir-
cunscripciones especiales existen 388 asientos electo-
rales; de este total, 152 se encuentran al interior de 40 
TIOC, 208 en 56 municipios y 28 en los Gobiernos Au-
tónomos Indígena Originario Campesinos (GAIOC) de 
Charagua Iyambae (Santa Cruz) y Uru Chipaya (Oruro). 
Asimismo, se habilitó a 143.614 personas para emitir su 
voto en 835 mesas de sufragio.

MAPA Nº 1

Fuente: elaboración propia con base en datos del OEP, 2020.
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MAPA Nº 2

Fuente: elaboración propia con base en datos del OEP, 2020.

En el caso del departamento de La Paz, la circunscripción especial fue 
reconocida en favor de los pueblos afroboliviano, mosetén, leco, ka-
llawaya, tacana y araona. 

De acuerdo al OEP, en la actualidad esta circunscripción 
cuenta con 54.963 personas habilitadas para votar. En el 
ámbito de las TIOC, la circunscripción comprende los te-
rritorios indígenas: Leco Larecaja, Leco de Apolo, Mosetén, 
Tacana I y San José de Uchupiamonas, en los que se en-
cuentran 15 asientos electorales. 

En el ámbito municipal, la circunscripción especial abarca 
los municipios de Guanay, Tipuani, Mapiri, Teoponte, Apolo, 
Cajuata, Chulumani, Irupana, Palos Blancos, Coroico, Coripa-
ta, Ixiamas, San Buenaventura, Charazani y Curva, en los que 
se encuentran 56 asientos electorales dentro de comunida-
des indígenas, campesinas y afrobolivianas.

Las circunscripciones especiales indígenas están conformadas por 
TIOC, comunidades indígena originario campesinas y municipios 

con presencia de pueblos indígenas. Foto: Archivo CEJIS. 
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MAPA Nº 3

	 Fuente: elaboración propia con base en datos del OEP, 2020.

En el departamento de Cocha-
bamba, la circunscripción está 
constituida por los pueblos indí-
genas yuqui y yuracaré. De acuer-
do al OEP, esta circunscripción 
cuenta con 2.395 personas habi-
litadas para votar. 

La circunscripción especial abarca 
las jurisdicciones de las TIOC: Yu-
qui-CIRI, Yuracaré y TIPNIS en las 
que se encuentran 13 asientos elec-
torales. En el ámbito municipal se 
cuenta con un solo asiento electo-
ral en el municipio de Villa Tunari.

MAPA Nº 4

Fuente: elaboración propia con base en datos del OEP, 2020.

En el departamento de Oruro la 
circunscripción especial reconoce 
a los pueblos indígenas origina-
rios uru chipaya y uru murato. De 
acuerdo al OEP, la circunscripción 
cuenta con 1.235 personas habili-

tadas para votar. Abarca la juris-
dicción del GAIOC Uru Chipaya 
en la que se sitúan tres asientos 
electorales y otros tres en los mu-
nicipios de Challapata, Santiago 
de Huari y Poopó.
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MAPA Nº 5

 Fuente: elaboración propia con base en datos del OEP, 2020.

En Tarija, la circunscripción especial fue reconocida en favor de los pueblos 
indígenas guaraní, weenhayek y tapieté. De acuerdo al OEP, esta circunscrip-
ción cuenta con 21.280 personas habilitadas para votar en su jurisdicción.

Los 15 asientos electorales en las TIOC se encuentran en los pueblos indíge-
nas weenhayek y guaraní de itika guasu. En el ámbito municipal, la circuns-
cripción especial abarca los municipios de Villa Montes, Yacuiba y Caraparí, 
en los que se tienen 22 asientos electorales en comunidades indígenas.

MAPA Nº 6

 Fuente: elaboración propia con base en datos del OEP, 2020.

En Santa Cruz, la circunscripción especial reconoce a los 
pueblos indígenas chiquitano, guaraní, guarayo, ayoreo y 
yuracaré-mojeño. De acuerdo al OEP, esta circunscripción 
cuenta con 47.857 personas habilitadas para votar.

En el departamento se encuentran 40 asientos electora-
les dentro de las jurisdicciones de las TIOC de Bajo Para-
guá, Yuracaré, Santa Teresita, Alto Parapetí, Takovo Mora, 
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Kaami, Kaaguasu, Kaipependi Karovaicho, Kaami, Zapocó, 
Monte Verde, Lomerío, Pantanal. En el ámbito municipal, la 
circunscripción especial abarca 21 municipios en los que se 
sitúan 99 asientos electorales.

Asimismo, en Santa Cruz se encuentra el GAIOC de Chara-
gua Iyambae, en cuya jurisdicción se encuentran 25 asientos 
electorales, dentro de las TIOC de Charagua Norte, Parapiti-
guasu e Isoso. 

Mujer del pueblo indígena cavineño (Beni) participa en el cabildo 
que se desarrolla en su organización. Foto: Archivo CEJIS.

MAPA Nº 7

 Fuente: elaboración propia con base en datos del OEP, 2020.

En el departamento de Beni, la circunscripción especial 
la integran los pueblos indígenas tacana, pacahuara, ito-
mana, joaquiniano, maropa, guarasugwe, mojeño, sirionó, 
baure, tsimane, movima, cayubaba, moré, cavineño, chá-
cobo, canichana, mosetén y yuracaré. De acuerdo al OEP, 
esta circunscripción cuenta con 12.072 personas habilita-
das para votar.
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La circunscripción abarca las jurisdicciones de las TIOC: 
Sirionó, Chacobo-Pacahuara, Cabineño, Tacana-Cavi-
neño, Tacana III, Chimán-T´simane, Pilón Lajas, Cayuba-
ba, Multiétnico (TIM 1), TIPNIS, Mojeño-Ignaciano (TIMI), 
Moré, Joaquiniano, Itonama y Baure, en las que se en-
cuentran 48 asientos electorales. 

En el ámbito municipal la circunscripción abarca ocho 
municipios en los que se tienen 19 de asientos electorales. 

Las y los jóvenes participan de manera activa en sus 
organizaciones indígenas. Foto: Archivo CEJIS.

MAPA Nº 8

 Fuente: elaboración propia con base en datos del OEP, 2020.

En el departamento de Pando, la circunscripción especial 
indígena abarca los pueblos: yaminagua, pacahuara, esse 
ejja, machineri y tacana. De acuerdo al OEP, esta circuns-
cripción cuenta con 3.812 personas habilitadas para votar. 
Se encuentra en las TIOC Multiétnico II y Yaminahua-Ma-
chineri, en las que se sitúan 21 asientos electorales. En el 
ámbito municipal, la circunscripción se extiende a cinco 
municipios en los que están ocho asientos electorales. 
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ANÁLISIS DE LOS 
PROGRAMAS DE 

GOBIERNO: ¿SON LOS 
PUEBLOS INDÍGENAS 

UNA PRIORIDAD?

Juan Pablo Marca Marca
Elba Flores Gonzales

Las ocho fuerzas políticas que participan en las Elec-
ciones Generales 2020 presentaron sus programas de 
gobierno de acuerdo a lo previsto por el calendario 
electoral aprobado por la Sala Plena del Tribunal Supre-
mo Electoral (TSE)1 . Las propuestas de gobierno son la 
manifestación de las prioridades programáticas de los 
partidos políticos en su gestión, en caso de ser electos. 

Varios son los aspectos que abordan los programas de 
gobierno de los partidos políticos que se encuentran 
en la carrera electoral; sin embargo, para los fines de 
la presente publicación se concentrará el análisis en la 
temática indígena. En ese contexto, se priorizaron las 
que se consideran las principales problemáticas que 

1	  De 5 de enero de 2020.

enfrentan los pueblos indígenas 
originario campesinos, así como 
sus demandas en temas relativos 
al territorio y los bienes naturales 
comunes que están en constante 
amenaza, la autonomía indígena 
y libre determinación, la consulta 
previa, libre e informada, la ges-
tión territorial, la justicia indígena, 
la participación política, la salud, 
educación, y el medio ambiente. 
El análisis de estos temas partió 
de dos interrogantes: ¿cuál es el 
tratamiento de la cuestión indí-
gena en los programas de gobier-
no?, ¿se incorporan la agenda y 
los derechos indígenas?

Conviene mencionar que los pro-
gramas de gobierno analizados 
fueron publicados en la página 
web del TSE el 9 de febrero de 
2020 y no toman en cuenta la lle-
gada de la pandemia del Covid-19 
y la crisis sanitaria, lo que ‘desnu-
da’ de forma dramática la falta 
de atención desde el Estado a 
las necesidades y demandas in-
dígenas en materia de salud y 
acceso a servicios básicos. 

2	  Los programas de gobierno analizados pueden ser descargados del sitio web 
del Órgano Electoral Plurinacional: https://www.oep.org.bo/elecciones-generales-2019-2/
programas-de-gobierno/.

En ese contexto, es necesario 
e imprescindible que los par-
tidos políticos actualicen sus 
programas de gobierno para 
que éstos respondan, de ma-
nera general, al contexto ac-
tual por el que atraviesa el país 
y el mundo y, en lo particular, 
observen con mayor interés los 
problemas que aquejan a los 
pueblos indígenas. Esta no es 
solo una responsabilidad de las 
fuerzas políticas que disputan 
el poder, sino también del TSE , 
que debe ajustar el calendario 
electoral para que los partidos 
políticos puedan actualizar de 
manera urgente sus programas 
de gobierno, en el marco de ga-
rantizar el ejercicio ciudadano 
al voto de manera informada. 

A reserva de los antes señalado, a 
continuación resaltamos los prin-
cipales temas que proponen las 
organizaciones políticas en sus 
programas de gobierno2.

https://www.oep.org.bo/elecciones-generales-2019-2/programas-de-gobierno/
https://www.oep.org.bo/elecciones-generales-2019-2/programas-de-gobierno/
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1. ESTADO PLURINACIONAL

PAN-BOL
Propone eliminar el concepto de lo plurinacional por 
considerarlo “altamente disociador y conflictivo en su 
aplicación”.

Juntos

Plantea un Estado Republicano, con el argumento de que 
“la inclusión y respeto a la diversidad son solo posibles 
dentro de un régimen republicano que promueva 
los mismos derechos y obligaciones para todos, sin 
privilegios ni prerrogativas odiosas de ningún género”. 

MAS
Sugiere avanzar en la implementación del Estado 
Plurinacional y consolidar el horizonte del vivir bien.

2. AUTONOMÍA INDÍGENA Y LIBRE DETERMINACIÓN 

MAS

Establece profundizar las autonomías en todos los 
niveles. Asimismo, difundir, sensibilizar y promocionar 
la Declaración sobre los Derechos de los Pueblos y 
apoyar su aplicación mundial.

CC

Menciona el respeto al ejercicio del derecho a la 
libre determinación y a la autonomía por haber sido 
sistemáticamente violentados. También propone 
el respeto a la independencia política de las 
organizaciones indígenas y campesinas, como parte 
del derecho a su autonomía.

Juntos
Propone, en el marco del Estado autonómico, facilitar 
el acceso voluntario de los municipios indígenas a la 
condición de autonomías.

3. CONSULTA PREVIA, LIBRE E INFORMADA

MAS
Proyecta la “defensa y promoción de la consulta previa, 
libre e informada como contribución a la protección y 
realización los derechos de los pueblos indígenas”. 

CC
Propone la elaboración de una nueva normativa que 
promueva procesos responsables de consulta previa, 
libre e informada.

Juntos 
Propone reformular el enfoque de este derecho “para 
que sea un medio constructivo de consentimiento”. 

4. TERRITORIO Y GESTIÓN TERRITORIAL

MAS

Plantea “controlar y fiscalizar del aprovechamiento de 
los componentes de los ecosistemas amazónicos y 
chiquitanos, de acuerdo a cada zona de vida y sistemas 
de vida, respetando los fines y objetivos de las áreas 
protegidas del sistema nacional, departamental y 
municipal de áreas protegidas”. 

CC

Indica que impulsará el desarrollo sostenible, y que 
fomentará a través de “la canalización de apoyo financiero 
y tecnológico, la constitución de emprendimientos 
comunitarios indígenas y la gestión de sus recursos 
naturales para el bienestar económico y social”. 

En cuanto a la política de tierras, plantea iniciar una 
auditoría integral de alto nivel a la actuación del INRA y 
otorgar incentivos a todas las propiedades que aportan 
a la seguridad alimentaria del país, para que puedan 
producir sin degradar el medio ambiente y cumplan 
con la Función Social y Función Económico Social. 
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CC

Propone promover y potenciar las opciones 
productivas sostenibles en la Amazonía boliviana 
libre de deforestación, como parte integral de 
los programas de transformación de las regiones, 
prestando atención a la consolidación de la 
producción y exportación de castaña, cacao, palmeras 
nativas, ganadería sostenible y la reactivación de la 
goma bajo técnicas locales y sostenibles.

Juntos 

Declara que su compromiso se extiende a la protección 
legal de las TCO y propiedades comunarias, tanto 
en tierras altas como en tierras bajas, y ante todo al 
fomento del desarrollo productivo, forestal, turístico y 
biodiverso, aprovechando el potencial de sus recursos 
naturales y humanos. 

Creemos 

Propone apoyar de manera general a los pueblos 
indígena originario campesinos para la realización 
de actividades productivas en las TIOC, así como 
promover su asociación con empresas privadas para 
producir bienes y servicios. 

Respecto a la revisión y reorientación de la dotación 
de asentamientos humanos, propone revisar los 
procesos de dotación de tierras por parte del INRA 
para la realización de asentamientos humanos para 
certificar si los suelos son aptos para actividades 
productivas y se están cumpliendo las disposiciones 
del PLUS, así como verificar que el procedimiento 
de dotación haya sido transparente y realizado de 
acuerdo al procedimiento establecido. 

PAN - 
BOL

Propone de manera general que las políticas públicas 
estarán dirigidas a conservar, manejar, aprovechar, 
mitigar y restaurar la riqueza natural para beneficio 
sustentable y sostenible de los pueblos y del medio 
ambiente.

5. JUSTICIA INDÍGENA

CC

Plantea que las autoridades jurisdiccionales indígena 
originario campesinas podrán ejercer sus funciones en 
los centros ciudadanos de justicia  (si sus autoridades 
lo ven por conveniente), como una forma de 
retroalimentación de los dos sistemas de justicia. 

Juntos

Propone  rediscutir este tema a la luz de la Ley de Deslinde 
Jurisdiccional, “para convertir a la justicia comunitaria 
de la pura retórica (…) en un mecanismo efectivo de 
resolución de conflictos y descongestionamiento de la 
justicia ordinaria, garantizando los derechos humanos 
y la igualdad jurídica”. 

PAN-BOL

Plantea una sola institucionalidad y una sola manera de 
aplicar y respetar el ordenamiento jurídico, lo cual, de 
acuerdo a su propuesta, no sería contrario con el pluralis-
mo jurídico reconocido en la Constitución de 2009.
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6. SALUD Y EDUCACIÓN 

CC

Plantea promover una relación armoniosa y comple-
mentaria entre la medicina tradicional y convencional 
en los centros de atención de primer nivel y hospita-
les, en el marco del respeto a tradiciones y costum-
bres. Propone una educación de calidad, en todas sus 
formas, para crear puestos de trabajo en empresas, 
instituciones y diversos tipos de emprendimiento.

MAS 

Propone fortalecer y universalizar la política nacional 
de Salud Familiar Comunitaria Intercultural (SAFCI), 
que prioriza la promoción de la salud y la prevención 
de enfermedades en los tres niveles de atención y 
recuperar la medicina tradicional ancestral; además de 
realizar acciones que permitan universalizar el acceso 
a la educación con calidad y una mayor atención a la 
educación inicial.

Juntos

Propone avanzar en la universalización de los servicios 
de salud, mediante la creación del Seguro Universal y 
en el tema educativo mejorar la calidad y el acceso a 
la educación en todos sus niveles.

Creemos
Plantea que a partir de 2025 los servicios públicos de 
salud y educación estén plenamente descentralizados 
en su manejo y administración en las regiones.

Libre 21
Propone la articulación de un sistema único de salud, 
que aspire a una cobertura para todas y todos los 
bolivianos.

PANBOL

Postula un sistema de salud que será manejado por 
médicos bolivianos, con programas y planificación 
de acuerdo a las necesidades de la población. En 
cuanto a educación, plantea que en áreas donde 
sea predominante lo originario nativo, se impartirá 
en idioma local, español e inglés; por lo que las 
autoridades locales deben impartir la educación en 
esos idiomas.

ADN
Afirma que la educación es fundamental para la 
formación de las y los ciudadanos, y que la atención 
especial de salud será mediante un plan integral.

FPV

Indica que la salud es un derecho que tienen todas y 
todos los bolivianos, por lo que debe constituir una 
de las políticas prioritarias del Estado. Propone que 
la educación bilingüe intercultural debe promover la 
valoración y enriquecimiento de la propia cultura, el 
respeto a la diversidad cultural, el diálogo intercultural 
y la toma de conciencia de los derechos de los 
pueblos indígenas y de otras comunidades nacionales 
y extranjeras.
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De los programas de gobierno 
analizados, solo seis mencionan 
de forma superficial temas vin-
culados a la agenda de las orga-
nizaciones indígenas, como el Es-
tado Plurinacional, la autonomía 
indígena y libre determinación, la 
consulta previa, libre e informada, 
la gestión territorial, la justicia in-
dígena, la salud y la educación.

En todos los programas, solo dos 
partidos resaltan de forma pun-
tual los derechos de los pueblos 
indígenas originarios. Juntos, en la 
parte correspondiente a desarro-
llo humano, nombra algunos de-
rechos de los pueblos indígenas. 
Por su parte, el MAS en el acápite 
de integración complementaria 
de los pueblos con soberanía, 
menciona el fomento a “la parti-
cipación de los pueblos indíge-
nas en los procesos de las Nacio-
nes Unidas”. 

Sin embargo, en general no se 
profundizan las problemáticas 
que atraviesan las mujeres y los 
hombres indígenas en el ámbito 
rural y urbano, lo que refleja el 
desconocimiento de estas reali-
dades, de los derechos reconoci-

dos en la CPE y la normativa in-
ternacional vigente. 

El MAS mantiene la vigencia del 
Estado Plurinacional y propo-
ne profundizar las autonomías, 
el manejo integral de la biodi-
versidad y bosques, además de 
la promoción internacional y la 
aplicación mundial de la Decla-
ración sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas, empero no 
hace referencia a los mecanismos 
técnicos y normativos que harán 
posibles la materialización de 
estos derechos. Con relación a la 
consulta previa, libre e informada, 
la propuesta presentada resulta 
contradictoria, porque durante su 
gestión gubernamental no respe-
tó este derecho y priorizó el mo-
delo de desarrollo extractivista 
por encima de los derechos de los 
pueblos indígenas. Con relación a 
la salud, se menciona la recupe-
ración de la medicina tradicional 
ancestral. Finalmente, sobre la 
educación se limita a plantearla 
como un derecho. 

Por su parte, CC hace referencia a 
temas de prioridad para los pue-
blos indígenas como la autono-
mía indígena, la consulta previa, 

el manejo de gestión territorial y la justicia indígena, pero 
de manera genérica. Asimismo, se compromete a respetar 
los derechos de los pueblos indígenas, sobre todo el de la 
no intromisión; no obstante, no logra profundizar esta pro-
puesta debido al conocimiento parcial de la problemática. 
En materia de salud plantea promover la medicina tradi-
cional de forma complementaria con la medicina conven-
cional. En cuanto a la educación, sin mayores elementos 
plantea por la apuesta a la calidad en la formación.

Juntos hace énfasis en retomar el Estado Republicano en 
lugar del Estado Plurinacional. Plantea el desarrollo soste-
nible como un nuevo paradigma. En esta propuesta, llama 
la atención dos temas: el interés sobre la aceleración de los 
procesos de saneamiento y la titulación de los TIOC para 
la gestión territorial indígena, en el marco de un modelo 
económico de convivencia armónica con la naturaleza, y el 
planteamiento del Estado Autonómico dirigido a facilitar el 
acceso voluntario de los municipios indígenas a la conver-
sión de autonomías, sin referirse a los procesos autonómi-
cos de base territorial. Sobre la educación y salud, plantea 
universalizar la salud y mejorar la calidad de la educación, 
sin hacer referencia a la situación de los pueblos indígenas.

Creemos aborda la problemática indígena en un único 
punto de su programa de gobierno, al referirse a la con-
versión de las TIOC en centros productivos y aprovecha-
miento racional y sostenible de recursos naturales. Este 
planteamiento evidencia un total desconocimiento de la 
problemática indígena y los derechos colectivos consa-
grados en el actual texto constitucional, así como en la 
normativa internacional. En el tema salud y educación no 
desarrolla específicamente una propuesta de política pú-
blica para los pueblos indígenas.
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PAN-BOL menciona la libre de-
terminación de los pueblos sobre 
los recursos naturales; sin embar-
go, la propuesta cae en contra-
dicción cuando se plantea la eli-
minación del concepto de Estado 
Plurinacional. En lo social plantea 
salud para todos y en educación 
determina que en áreas donde 
predomine lo originario “nativo” 
se impartirá en tres idiomas: lo-
cal, español e inglés, mostrando 
total desconocimiento de la edu-
cación en los pueblos indígenas 
donde tiene como objetivo fun-
damental para fortalecer la iden-
tidad cultural.

El FPV, en su propuesta solo plan-
tea el tema de salud como el de-
recho que tienen todas y todos los 
bolivianos; mientras que sobre la 
educación bilingüe intercultural 
se refieren como un valor de enri-
quecimiento de la propia cultura 
y el respeto a la diversidad cultu-
ral y los derechos de los pueblos 
indígenas de manera general.

Finalmente, los partidos políticos 
Libre 21 y Acción Democrática 
Nacionalista (ADN) no conside-
ran a los pueblos indígenas como 
sujetos de derechos en sus pro-
gramas y solo hacen referencia 

de forma general el tema de sa-
lud y educación.

De esta manera, poniendo en una 
balanza los programas de gobier-
no, es posible sostener que los 
temas que hacen a la agenda indí-
gena a nivel nacional no son prio-
ridad para los partidos políticos y 
solo se mantienen en el ámbito 
de la retórica electoral. En líneas 
generales y desde la posición de 
los partidos políticos expresada 
en sus programas de gobierno, al 
parecer, luego de más de 30 años 
de acumulación política y social, 
los pueblos indígenas y su agen-
da dejaron de ser un actor impor-
tante en el ámbito de la demo-
cracia representativa y en el tan 
debilitado sistema de partidos 
políticos. En la actualidad, y como 
ocurrió durante varios años, las 
candidaturas indígenas son úni-
camente utilitarias y funcionales 
a los fines e intereses partidarios. 
Los partidos politicos continúan 
viendo al indígena como un suje-
to rural con prácticas tradiciona-
les de sobrevivencia, sin apostar 
por la construcción de una pro-
puesta de articulación de siste-
mas de vida urbano-rural en to-
dos los ámbitos. 

EL INÉDITO CASO DE LA 
NACIÓN YAMPARA SUYU 

Julia Sonco Suri1

El 3 de febrero de 2020 constituye una fecha histórica 
para la nación yampara suyu y para los pueblos indígenas 
y originarios de Chuquisaca. En ejercicio de los derechos 
políticos reconocidos por la Constitución Política del Es-
tado (CPE) y los tratados internacionales, sus autoridades 
originarias inscribieron ante el Tribunal Supremo Electoral 
(TSE), de forma independiente y sin la intermediación de 
partido o alianza política, a Julia Pachacopa y Tomás Hua-
mani Llaveta como sus candidatos titular y suplente a la 
diputación uninominal por la circunscripción N° 3. 

La inscripción fue hecha por el curaca mayor Claudio Li-
machi, quien en el marco de la posibilidad que abrió el TSE 
mediante en el Reglamento para la Inscripción y Registro 
de Candidaturas, señaló: “Hemos presentado a nuestros 
candidatos sin partido político, de acuerdo con la Cons-

1	  Comunicadora social por la UMSA. Con especialidades en 
Periodismo de Investigación, y Periodismo Digital y Gobierno Abierto. Es 
responsable de la Unidad Funcional de Comunicación Educativa del CEJIS. 
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titución; hemos presentado a nuestros representantes 
para que cumplan con las leyes”. 

En la argumentación de la nación indígena se invoca “el 
derecho político a elegir y ser elegido (…) sustentados 
en el marco de los derechos reconocidos en los trata-
dos y convenios internacional de derechos humanos, 
en la Constitución Política del Estado, las leyes, la doc-
trina y la jurisprudencia, bajo los fundamentos de orden 
legal que se detallan en el presente escrito”2. 

La candidatura yampara, además de ser presentada de for-
ma independiente a los partidos políticos, posee la espe-
cial particularidad de apelar al derecho que tiene toda la 
ciudadanía de elegir y ser elegida, contemplado en la Con-
vención Americana de los Derechos Humanos, ratificada 
por Bolivia y, por tanto, vigente en el país. 

A inicios del mes de marzo se conoció a través de los 
medios de comunicación la decisión del TSE de inha-
bilitar esta candidatura con el argumento de que la na-
ción yampara no se encuentra incluida en ninguna de las 
siete circunscripciones especiales. También se conoció 
que los delegados de la nación indígena interpusieron 
un amparo constitucional en busca de su habilitación. 

2	  Para profundizar la cuestión de los derechos reconocidos 
en los tratados y convenios internacionales de derechos humanos en 
favor de los pueblos indígenas, ver: Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (2005). Caso Yatama Vs. Nicaragua. Sentencia de 23 de Junio 
de 2005 (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), 
ver: http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_127_esp.pdf y; Dalla 
Via, Alberto Ricardo (s/a): “Derechos políticos, normativa electoral y 
equidad en los procesos electorales”. En: Cuaderno de Capel 57, ver: 
http://www.corteidh.or.cr/tablas/r29275.pdf

En esa misma línea, el excuraca de 
la nación yampara, Humberto Gua-
rayo, en declaraciones recogidas 
por los medios de comunicación, 
expresó que la candidatura cum-
ple con los requisitos exigidos en 
la CPE, donde se establece que sus 
representantes pueden participar 
en las elecciones y que, al margen 
de su candidatura, continuarán con 
el proceso para ser tomados en 
cuenta como pueblos originarios 
en próximos procesos electorales; 
aseguró además que se cuenta con 
un proyecto para tal objetivo. 

La candidatura de la nación indí-
gena yampara no tendrá la posibi-

lidad de participar en las Eleccio-
nes Generales 2020; sin embargo, 
el hecho sienta un precedente y 
abrirá el debate sobre la posibi-
lidad de incluir a nuevos actores 
en las contiendas electorales, en 
especial en las diputaciones uni-
nominales, al margen de los par-
tidos políticos y de organizacio-
nes formalmente reconocidas en 
las instituciones estatales. Funda-
mentalmente, sentará la jurispru-
dencia para que, cuatro décadas 
después de la ratificación de Bo-
livia de la Convención  Americana 
de Derechos Humanos, la ciuda-
danía reclame los derechos reco-
nocidos en esta norma.

REFERENCIAS
Corte Interamericana de Derechos Humanos
2005	 Caso Yatama Vs. Nicaragua. Sentencia de 23 de 

junio de 2005 (Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas). Ver: http://www.corteidh.
or.cr/docs/casos/articulos/seriec_127_esp.pdf.

Dalla Via, Alberto Ricardo 
s/f	 “Derechos políticos, normativa electoral y equidad 

en los procesos electorales”. En: Cuaderno de 
Capel 57. Ver: http://www.corteidh.or.cr/tablas/
r29275.pdf.
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DESAFÍOS DE LA 
PARTICIPACIÓN POLÍTICA 

DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS 
DE TIERRAS BAJAS

Miguel Vargas Delgado

Los desafíos de la participación política de los pueblos 
indígenas de Tierras Bajas en la Asamblea Legislativa 
Plurinacional (ALP) en el periodo 2020-2025 necesa-
riamente deben repensarse en un contexto complejo y 
caracterizado por la crisis política, orgánica, social, eco-
nómica, ambiental y sanitaria que atraviesan las comu-
nidades indígenas, en particular, y el país, en general. 

La Constitución Política del Estado (CPE), como una ac-
ción positiva dirigida a eliminar las desigualdades exis-
tentes frente a grupos históricamente discriminados, 
amplió los mecanismos y las garantías para el ejercicio 
del derecho de los pueblos indígenas a ser elegidos y 
a acceder a la función pública. Estas garantías se ex-
presan en el reconocimiento de los sistemas políticos, 
las normas y procedimientos propios (democracia co-
munitaria) y la representación directa. Sin embargo, 
desconociendo la garantía de aplicación directa de los 
derechos humanos y el derecho a la participación po-
lítica, a través de las organizaciones de las naciones y 
pueblos indígenas mediante normas y procedimientos 

propios, la Ley N° 4021 del Régimen Electoral Transitorio, 
de abril de 2009, desnaturalizó su derecho a la participa-
ción directa a nivel nacional, al establecer la condición de 
intermediación de la representación a través de partidos 
políticos. Dicha restricción fue ratificada por la Ley de Or-
ganizaciones Políticas N° 1096.

En 2020, ya en el marco de las futuras elecciones gene-
rales y como una acción de reparación, la Sala Plena del 
Tribunal Supremo Electoral (TSE) emitió la Resolución N° 
043/2020, que aplica de forma directa el artículo 11 de 
la CPE habilitando a las organizaciones de los pueblos 
indígenas originario campesinos a postular candidaturas, 
sin la intermediación de partidos políticos en las siete 
circunscripciones especiales indígenas. Este avance im-
portante no puede significar perder de vista que en la 
actualidad la población indígena tiene una representa-
ción limitada a nivel nacional, en los siete escaños por 
circunscripción especial en la ALP, así como la presencia 
de representantes indígenas en las Asambleas Legislati-
vas Departamentales de La Paz, Cochabamba, Oruro, Ta-
rija, Chuquisaca, Beni, Pando y Santa Cruz. 

A reserva de lo mencionado, en las próximas elecciones 
generales, como un avance histórico, los pueblos indí-
genas, luego de haber designado y nominado a sus can-
didaturas a la circunscripción especial, elegirán a través 
del voto secreto a siete representantes. De esta manera, 
cuando se trata de representación política en tiempos en 
los que se promueve el debate sobre la subrepresenta-
ción indígena/rural frente a la representación “urbana”, es 
fundamental recalcar que el reconocimiento de los dere-
chos políticos de las minorías constituye un acto de repa-
ración histórica y de fortalecimiento a la democracia y al 
pluralismo político del país. 
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Por ello, es importante promover una reforma a la Ley 
N° 1096 de Organizaciones Políticas, expulsando del 
ordenamiento jurídico todas las restricciones al dere-
cho de participación política directa de las naciones 
y pueblos indígenas. Para lograr este objetivo, no solo 
existe base constitucional, sino también una amplia ju-
risprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (Ejemplo: Caso Yatama vs. Nicaragua). 

Es necesario profundizar los avances en términos de 
representación política directa a los pueblos indíge-
nas. Así por ejemplo, ampliar la posibilidad de postular 
a candidaturas no solo en las circunscripciones espe-
ciales, sino también en aquellas en las que existe una 
importante presencia de comunidades indígenas. 

Es urgente saldar la deuda histórica que tiene el Esta-
do Plurinacional con los pueblos indígenas minoritarios 
de los departamentos de Chuquisaca y Potosí, lo que 
implica reconocer su presencia en la ALP y en las Asam-
bleas Legislativas Departamentales (ALD). Asimismo, es 
importante profundizar el debate sobre la participación 
política de los pueblos indígenas en el ámbito local 
(municipal), fundamentalmente en aquellos municipios 
capitales en los que se tiene una importante presencia 
de pueblos indígenas en situación de minoría y exclu-
sión (Santa Cruz de la Sierra y Sucre) y otros municipios 
intermedios. 

Uno de los retos más importantes en la representa-
ción política indígena se encuentra en la apuesta por 
la equidad de las y los postulantes/candidatos. Profun-
dizar la paridad y alternancia en el mundo indígena es 
un imperativo. 

Finalmente, es importante trabajar para cualificar la repre-
sentación política indígena, esto implica hacerlo a partir 
de la construcción de las agendas políticas desde las or-
ganizaciones indígenas a nivel regional, priorizando temas 
sustanciales como la gestión territorial, la protección a los 
territorios indígenas frente a las amenazas del extractivis-
mo, la consulta previa y las autonomías indígenas. Además, 
los representantes electos deben tener una agenda y un 
mandato de sus organizaciones que permita desempol-
var, retomar los temas centrales de la plataforma histórica 
y marcar los nuevos desafíos. Cualificar la representación 
política implica que las organizaciones indígenas hagan 
seguimiento al trabajo de sus representantes en el Órga-
no Legislativo Nacional y en las Asambleas Legislativas De-
partamentales.

El reconocimiento de los derechos políticos de las minorías 
constituye un acto de reparación histórica y de fortalecimiento a la 
democracia y al pluralismo político de Bolivia. Foto: Archivo CEJIS. 



SEPARATAArtículo Primero84 SEPARATAArtículo Primero 85

PARTICIPACIÓN  
POLÍTICA INDÍGENA: 
EL EJERCICIO DE UN 

DERECHO FUNDAMENTAL
Entrevistas a lideresas, líderes y  

dirigentes de organizaciones indígenas

Julia Sonco Suri 
Abel Jaldin Ramirez1 

Manuel Menacho Céspedes2

NÉLIDA FALDÍN CHUVÉ3: “La representación directa 
es un derecho que debería implementarse desde la apro-
bación de la Constitución Política” 

Nélida Faldín Chuvé formó parte de la Asamblea Cons-
tituyente (2006) en representación del pueblo indígena 
chiquitano, como integrante de la Comisión 4: Organiza-
ción y Estructura del nuevo Estado. A 10 años de la vigen-
cia de la Constitución Política del Estado, evalúa la po-

1	 Ingeniero informático y sociólogo por la UAGRM. Es integrante 
de la Oficina Regional Santa Cruz del CEJIS.

2	 Abogado por la UPSA. Es integrante de la Oficina Regional 
Beni del CEJIS.

3	  Lideresa indígena de la nación monkoxi de Lomerío (Santa 
Cruz) y exconstituyente. Entrevista realizada el 7 de mayo de 2020.

sibilidad que abrió el TSE para la 
postulación de las organizaciones 
indígenas a las circunscripciones 
especiales de forma independien-
te a los partidos políticos. Este de-
recho, según explica, “debería im-
plementarse desde la aprobación 
y puesta en vigencia de la Consti-
tución Política del Estado”. 

Faldín es lideresa indígena de la 
nación monkoxi de Lomerío (San-
ta Cruz). Asumió diversos cargos 
orgánicos, como el de Secretaria 
de Tierra y Territorio. Fue la pri-
mera mujer cacique de la Central 
Indígena de Comunidades Origi-
narias de Lomerío (CICOL).

¿Qué significa para los pueblos 
indígenas la posibilidad que 
se abrió para su postulación a 
través de sus organizaciones 
matrices?

Es un paso importante que se de-
bería haber dado desde la apro-
bación de la Constitución Política 
del Estado. En el análisis que han 
hecho algunos dirigentes de las 
organizaciones de base, es una 
oportunidad para que nosotros 
podamos ejercer nuestra partici-
pación directa. El tema es cómo 
va a ser elegido este representan-

te en la Asamblea Legislativa Pluri-
nacional, porque va a ser someti-
do a la democracia representativa. 
Debería ser como en el proceso 
de elección de nuestro represen-
tante al Gobierno departamental, 
es decir, de forma directa. 

¿Cuáles eran las demandas  
que llevaron las organizaciones 
indígenas a la Asamblea 
Constituyente? 

Habían cinco puntos importan-
tes que demandábamos, uno de 
ellos concierne a los derechos 
colectivos de los pueblos indíge-
nas sobre la participación políti-
ca, a través del reconocimiento 
de la democracia comunitaria y 
que actualmente está reconocida 
en la Constitución Política como 
una de las tres formas de ejercicio 
democrático en el Estado Plurina-
cional. Por eso la participación di-
recta de los pueblos indígenas en 
la elección debería haberse im-
plementado desde que se apro-
bó la Constitución. 

No ha sido fácil. Incluso se propu-
so hacer desaparecer los territo-
rios indígenas porque decían que 
era un latifundio verde; pero gra-
cias a la demanda que se hizo de 
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una norma internacional para el 
respeto a nuestros derechos co-
lectivos, sociales, políticos, eco-
nómicos y culturales, que final-
mente fue aprobada en el 2007 
por las Naciones Unidas, como 
Declaración sobre los Derechos 
de los Pueblos Indígenas y que 
nuestro Estado la asumió como 
Ley N° 3760, se logró incorporar 
nuestras propuestas. 

Ahora hay esta posibilidad, pero 
las bases se han perdido un poco 
de ese sueño de tener represen-
tantes a través de nuestra demo-
cracia. Sin embargo, estamos vol-
viendo a valorar esta demanda. Es 
un poco complicado porque es-
tamos acostumbrados a postular 
a través de los partidos políticos, 
porque esa era la oportunidad 
que nos daba la anterior ley. 

¿Cuál es la forma en la que 
se plantea el ejercicio de esta 
democracia comunitaria desde 
los pueblos indígenas?

Los pueblos indígenas cumplimos 
cargos desde las bases, es decir, 
venimos como representantes 
desde la comunidad, luego es a 
nivel territorial, a nivel regional, 
departamental y recién se llega 

al nivel nacional. Lo que se hace 
es respetar ese camino, porque 
el líder viene desde abajo y todo 
ese proceso influye mucho para 
que sea elegida la candidatura.

Si una persona postula por los 
partidos tradicionales porque tie-
ne recursos económicos puede 
cumplir los requisitos, pero esca-
pa al ejercicio del derecho colec-
tivo desde de las bases. 

Son estas dos cosas las que hay 
que tomar en cuenta: la elección 
legítima de un líder desde las ba-
ses y que sea en la forma de los 
partidos políticos. Eso va a jugar 
mucho en las elecciones que se 
avecinan. Esperaremos los resul-
tados, luego yo creo que vamos 
a hablar del porqué se llegó a esa 
etapa. 

Al momento ¿en qué instancias se 
ejerce la democracia comunitaria 
tal como la plantean los pueblos 
indígenas?

La democracia comunitaria que 
tenemos en los pueblos indígenas 
se viene ejerciendo desde hace 
tiempo. Nuestra democracia se 
practica en las asambleas, una for-
ma de los procedimientos propios 
desde las bases, de la última repre-

sentación comunal. Al momento, 
las representaciones directas de 
los pueblos indígenas solo se ejer-
cen a nivel departamental. 

El sueño era que cada pueblo o 
nación indígena tenga su propio 
representante o, por lo menos, 
que entre todos los líderes y lide-
resas que vienen electos desde 
las bases, que son las comunida-
des, se haga una asamblea a ni-
vel regional con la misma nación 
o pueblo, para que entre todas 
y todos elijan a la lideresa o al 
líder y luego ir a una asamblea 
departamental entre los demás 
pueblos o naciones indígenas, y 
se defina a quién nos va a repre-
sentar a nivel nacional. De esta 
forma debería ser la representa-
ción directa para ejercer el dere-
cho a la democracia comunitaria. 
Pero ahora nos ponen a elegir de 
manera directa en cada pueblo o 
nación indígena, para que luego 
se determine mediante el voto 
universal a través de la democra-
cia representativa. 

Nosotros no queríamos ir a elec-
ción por la democracia represen-
tativa, porque resulta que por esa 
vía se debe pertenecer a algún 
partido político, por eso es que 

demandamos nuestra represen-
tación directa. Pero ahora esta-
mos con las dos formas. 

¿Cómo se debería avanzar 
en esta ruta? 

Lo ideal sería una nueva Asam-
blea Constituyente, pero el hacer 
una nueva demanda implica el 
peligro que se desconozcan va-
rios de nuestros derechos colec-
tivos como pueblos indígenas. La 
actual Constitución Política del 
Estado incorpora más del 70 % 
de lo que hemos demandado, lo 
cual era el tema central del deba-
te, porque se propone el cambio 
estructural del país a partir del 
Estado Plurinacional, los dere-
chos colectivos, la democracia 
comunitaria, tierra y territorio, 
los recursos naturales y la justicia 
comunitaria, ahora reconocida 
como jurisdicción indígena y au-
tonomías indígenas en el marco 
de la autodeterminación. 

Otra ruta puede ser el mejora-
miento de la Ley del Régimen 
Electoral, en su artículo 61, pará-
grafo I al VII, y la reglamentación 
de la misma, que permitiría for-
talecer la plurinacionalidad del 
Estado.
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Las organizaciones indígenas deberíamos seguir con 
ese mismo ánimo de continuar llevando adelante esa 
propuesta que demandábamos antes de la Constitu-
ción Política del Estado, pero eso depende de nuestra 
fortaleza y de cómo estamos ahora.

HECTOR TAMO PACEMA4: “Estamos ejerciendo 
nuestra autonomía política”

Para el presidente de la Central de Pueblos Étnicos Mo-
jeños del Beni (CPEMB), Hector Tamo Pacema, la pos-
tulación directa de las organizaciones indígenas en las 
Elecciones Generales 2020 forma parte del ejercicio 
político autónomo que siempre ejercieron las naciones 
y pueblos indígenas. 

¿Por qué la CPEMB decidió postular a sus candidatos 
de forma independiente?

La decisión se tomó a eso de las nueve de la noche del 
domingo 3 de febrero, luego de que se conoció que 
solo teníamos plazo hasta ese día para la presentación 
de candidaturas. Nos sentamos y dijimos que íbamos a 
tomar esta responsabilidad. Unas semanas antes tam-
bién habíamos tenido una reunión donde elegimos a 
nuestros candidatos por usos y costumbres, y por man-
dato de las subcentrales teníamos la aprobación de 
participar con cualquier partido político. Pero cuando 
salió esta información (de las candidaturas a través de 
las organizaciones indígenas), decidimos ir solos. 

4	  Es Presidente de la Central de Pueblos Étnicos Mojeños del 
Beni (CPEMB). Entrevista realizada el 6 de mayo de 2020.

¿Cómo fue el proceso de 
nominación de sus candidaturas?

Se hizo de acuerdo a lo que vieron 
los presidentes y dirigentes de las 
subcentrales, que estos candida-
tos salgan de las bases porque no 
queríamos que nos impongan can-
didaturas, sino que nosotros tenga-
mos representaciones propias. 

El primer candidato se llama Bai-
lón Ortiz Caumol, quien viene 
propuesto por el TIM (Territorio 
Indígena Multiétnico) y las otras 
subcentrales, la mayoría apro-
bó su candidatura. Después está 
como suplente la señora Ruth Ro-
cha del TIPNIS (Territorio Indíge-
na y Parque Nacional Isiboro-Sé-
cure). Ahí se tomó la decisión de 
que sean nuestros postulantes y 
se informó la decisión a los de-
más presidentes para que ellos 
conozcan a los dos compañeros 
que están habilitados para parti-
cipar en las elecciones nacionales. 

¿Qué representa para los pueblos 
indígenas ir a la elección a través 
de sus organizaciones propias?

Como pueblos indígenas mojeños 
ya nos caracterizamos por ser par-
te del proceso político que se vie-

ne, donde vamos a estar de codo 
a codo con los partidos políticos, 
pero nosotros participaremos con 
nuestros hermanos, con nuestra 
propia organización indígena. To-
dos los trabajos que se realizan son 
porque los pueblos indígenas me-
recemos ser independientes. Siem-
pre lo hemos dicho: somos autóno-
mos y estamos ejerciendo nuestra 
autonomía política.

Para las subnacionales esta par-
ticipación se puede extender; 
pero hay que seguir trabajando, 
porque lo que nosotros quere-
mos es que nuestra propia gente 
sea elegida por los mismos votos 
que tenemos dentro de nuestros 
territorios, que nuestros mismos 
hermanos estén eligiendo a sus 
propios candidatos. Tenemos la 
capacidad, tenemos la votación, 
tenemos los argumentos, tene-
mos cómo trabajar y tenemos 
que ejercer nuestros derechos en 
la participación política, no solo 
a nivel departamental sino tam-
bién a nacional. 

¿La participación a través de esta 
figura es suficiente? 

Esperemos que la compañera y 
el compañero que están en esta 
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primera candidatura nos repre-
senten y lleven en alto el nombre 
de la organización y de los pue-
blos indígenas que los han pos-
tulado y que en las elecciones de 
2025, las y los hermanos que es-
tán en esta y en otras regionales 
puedan habilitar su propia perso-
nería jurídica a nivel nacional, ahí 
nos vamos a elegir entre nosotros 
y los pueblos indígenas asumire-
mos un reto con nuestras bases 
territoriales y nuestras regionales. 

WILMA MENDOZA MIRO5: 
“Una cosa es participar tomando 
decisiones, otra es solo tener 
presencia en esos espacios”

Para Wilma Mendoza Miro, pre-
sidenta de la Confederación Na-
cional de Mujeres Indígenas de 
Bolivia (CNAMIB), existe una clara 
diferencia entre la participación 
activa de las mujeres en la toma 
de decisiones al momento de asu-
mir un rol político protagónico, 
con la sola presencia de ellas en 
los espacios de decisión. Mendoza 
afirma que, si bien existen avances 

5	  Es presidenta de la Confederación Nacional de Mujeres Indígenas de Bolivia 
(CNAMIB). Entrevista realizada el 4 de junio de 2020.

en cuanto a la participación de 
las mujeres al interior de las orga-
nizaciones indígenas, ésta aún es 
progresiva y lenta debido al poco 
empoderamiento que tienen ellas 
para ejercer este derecho. 

Actualmente, la CNAMIB trabaja 
de manera coordinada con las se-
cretarías de género y organizacio-
nes de base de mujeres indígenas 
en tierras bajas, está conformada 
por seis organizaciones regiona-
les de mujeres y siete regionales 
mixtas de la Confederación Indí-
gena del Oriente Boliviano (CI-
DOB), y tiene el objetivo principal 
de contribuir al fortalecimiento y 
empoderamiento de las organi-
zaciones de mujeres indígenas 
en la defensa, aplicación y ejerci-
cios de sus derechos individuales 
y colectivos que garanticen una 
participación y representación 
democrática en lo económico, 
social, político y cultural. 

¿Cuál es la agenda que tienen las 
mujeres indígenas en la CNAMIB, 
en cuanto al tema de género? 

La agenda de las mujeres en los 

territorios indígenas se enmarca en los planes de vida. En 
estos años, desde que se aprobó la paridad política para 
las mujeres, no se ha avanzado mucho, específicamente 
no hay una participación en la toma de dediciones para 
ejercer este derecho. 

Entonces, muy poco se visibiliza la agenda de las mujeres 
dentro de los territorios. Se está avanzando gradualmen-
te en la participación en espacios públicos, ya sea como 
representante política o como representante social orgá-
nica. En ese aspecto todavía hay un proceso lento porque 
vemos dos cosas: una, la participación activa y efectiva en 
la toma de decisiones, con todo el derecho y el poder 
que una tiene como representante y otra, la participación 
solo con la presencia que implica no tomar decisiones, no 
sugerir y no hacer conocer las prioridades de las mujeres.

¿Para la elección de la candidata a diputada por su 
circunscripción, qué características se tomaron en cuenta? 

En los últimos tiempos, las candidatas se han elegido a 
dedo por los partidos políticos, porque ellos quieren el 
perfil de una mujer que no hable ni reclame y que solo 
diga sí. Pero esa mujer que quiere ejercer el derecho 
como realmente lo debe hacer, que hace conocer las ne-
cesidades de los pueblos indígenas, específicamente de 
la mujer, se encuentra con muchas barreras por el tema 
de la violencia y el acoso político. 

¿Existe acoso político al interior de las organizaciones 
políticas?

Eso es una gran barrera que no deja avanzar. Tenemos 
claros ejemplos que se han visto en diferentes organiza-
ciones, donde se hace la vida imposible a las delegadas 
mujeres que están dentro lo político, ya sea como asam-
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bleístas o diputadas. Se las tilda mucho por parte de 
los varones, quieren hacerlas trabajar en cosas que no 
son sus roles. Esta situación está muy marcada en las 
organizaciones y no se ha logrado superar. 

¿Cómo se han tratado estos temas por la organización 
indígena?

En el pueblo mosetén, por ejemplo, el anteaño pasado 
se la quiso sacar a la asambleísta mujer, presionando para 
poner al suplente varón. La CNAMIB tuvo que intervenir 
haciendo conocer la Ley Contra el Acoso y Violencia Po-
litica hacia las Mujeres, porque los dirigentes estaban vul-
nerando ese derecho. Se les explicó bien y se tuvo que 
mantener a la hermana asambleísta en su cargo.

El tema se tocó en una gran asamblea, ahí se regula los 
tipos de violencia que cometen los mismos dirigentes y 
también las autoridades; se toca el tema aplicando las 
normas y procedimientos propios de los pueblos. Esta 
ley contra el acoso político no es garantía para nosotras 
que podemos estar dentro de un escenario mixto. Las 
mujeres lideresas que estamos en estos espacios de de-
cisión o en un directorio orgánico no tenemos dónde 
amparar el derecho que tenemos a la representación. 

JUANA BEJARANO6: “Hay un avance. Ahora 
ejercemos cargos que antes solo ejercían los hombres”

Para la presidenta del Territorio Indígena Mojeño Igna-
ciano (TIMI) en Beni, Juana Bejarano, una clara muestra 

6	  Es presidenta del Territorio Indígena Mojeño Ignaciano (TIMI) 
en Beni. Entrevista realizada el 8 de mayo de 2020.

del avance que han logrado las 
mujeres de su pueblo indígena 
es que siete de las 19 comunida-
des están dirigidas por corregido-
ras, cargo que en años anteriores 
era ejercido solo por hombres. Si 
bien el avance es corto aún, para 
Bejarano es un paso importante 
que se dio. 

El TIMI congrega a los pueblos 
indígenas chimán, mojeño trinita-
rio, mojeño ignaciano y movima, 
que se ubican en el departamen-
to de Beni, con quienes Bejarano 
es responsable de coordinar cada 
una de las acciones que se desa-
rrollan en beneficio de la región. 

¿Cuál es la agenda política de las 
mujeres de los pueblos indígenas 
que integran el TIMI?

Estamos viendo que las mujeres 
también podamos ser elegidas y 
participar en las decisiones polí-
ticas, tanto a nivel departamental 
como nacional. Muchas veces son 
vulnerados nuestros derechos, en 
especial como mujeres indígenas, 
porque no somos profesionales o 
solo por ser parte de una comu-
nidad indígena. 

Esa discriminación viene del cón-

yuge, la sociedad. Ellos están 
acostumbrados a que las mujeres 
no ejerzan un cargo público, tam-
bién sucede que como las muje-
res tienen una familia, hijos, a ve-
ces el esposo no las apoya para 
que puedan ser elegidas. 

Por eso también queremos tra-
bajar en la equidad de género, en 
que puedan ser capacitados tan-
to hombres como mujeres, para 
que así nos escuchen, porque 
sucede que muchas veces creen 
que se nos está capacitando a las 
mujeres para “mandonear” a los 
hombres. 

¿Cuánto se ha avanzado en su 
organización en cuanto a la 
participación de las mujeres?

Se puede decir que en un 10 % 
más o menos. En mi caso, estoy 
a la cabeza del TIMI ejerciendo 
como presidenta. Pero ya se pue-
de ver a algunas mujeres que se 
animan a ejercer los cargos públi-
cos, aunque con muchas dificulta-
des como la familia; es decir que 
muchas veces en estos cargos no 
tenemos un sueldo para ayudar 
a nuestras familias. Entonces, te-
nemos que buscar la manera de 
mandar por lo menos un kilo de 
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azúcar a nuestra casa. También sucede que la mujer no 
está acostumbrada a ser elegida, a ejercer el cargo y de-
jar a su familia, y si tiene su esposo viene el tema de que 
se separan y los hijos quedan solos. 

Entre las comunidades yo diría que hay más avance 
porque las mujeres ya se animan a ejercer cargos al in-
terior de éstas. Ya hay mujeres que ejercen como co-
rregidoras y también son presidentas de los consejos. 

¿A qué atribuyen este cambio en la participación de las 
mujeres en estos cargos? 

Pienso que es porque tenemos capacitaciones, incenti-
vamos a las mujeres a que se animen a ejercer un cargo 
y tal vez es por eso que en las comunidades están par-
ticipando. Por ejemplo, tenemos siete corregidoras en 
las comunidades y eso es un avance, porque antes eran 
solo varones los que ejercían ese cargo. 

No es fácil tener un cargo de ese nivel porque hay que 
viajar, gestionar para ejecutar algún proyecto y para 
una mujer es más difícil estar viajando. Un corregidor 
tiene que coordinar con su comunidad, ver las nece-
sidades que tiene, gestionar algún proyecto, coordinar 
con las autoridades a nivel territorial, viajar, ver el tema 
salud y educación. Entonces, por eso digo que sí hay 
un avance. 

¿Existen requisitos previos para ejercer estos cargos?

Se debe tener trayectoria desde la comunidad, haber 
ejercido un cargo en el Cabildo o como autoridad co-
munal, porque una vez elegida se tiene que ejercer y 
algunas personas que no han tenido un cargo en una 
comunidad, ven difícil desarrollar esta función. 

En mi caso siempre participaba en el Cabildo, he sido au-
toridad en la organización de mujeres y por eso me he 
animado a ejercer este cargo. 

¿Usted ha sido víctima de violencia política en su 
organización? 

Sí, en todo momento siempre se sufre discriminación 
porque una mujer no es estudiada o no es profesional. 
En mi caso, no soy estudiada ni profesional; pero tengo 
conocimiento en la dirigencia. A veces me lo han dicho 
de frente y una como persona se siente discriminada o 
menospreciada. 

¿Cómo tratan este tema al interior de su organización? 

Con mis compañeros siempre lo hemos hablado y coordi-
nado. Por ejemplo, dentro de nuestra organización siem-
pre hemos solucionado el tema a puerta cerrada y todos 
salimos agarrados de la mano después de discutir los pro-
blemas que tenemos. Siempre vemos ese tema (violencia 
política) analizando la forma en la que podemos mejorar. 
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¿QUÉ PASA CON LOS 
PUEBLOS INDÍGENAS 

QUE HABITAN EN SANTA 
CRUZ DE LA SIERRA?

Juan Pablo Marca Marca 

Abel Jaldin Ramirez

Los pueblos indígenas habitantes de Santa Cruz siem-
pre fueron protagonistas de su desarrollo, tanto en el 
periodo colonial como en el republicano1. Su llegada 
a la capital cruceña se dio con mayor fuerza a partir de 
1952 con la demanda laboral en los centros zafreros 
y los cultivos de algodón2. En ese contexto, “desde el 
52 se conforman las primeras comunidades guaraníes 
en la zona de Pueblo Nuevo y llegaron a la ciudad los 
primeros ayoreos. Con la construcción de la línea fé-
rrea Santa Cruz-Puerto Suárez y la construcción de la 
carretera Santa Cruz-Trinidad, se intensificó la llegada 
de indígenas desde la zona este y noreste del departa-

1	 Desafío (2016). Los jóvenes indígenas participamos. 
Diagnóstico DESC de l@s jóvenes indígenas de Santa Cruz de la Sierra.

2	 Saldías, Elisa; Casanova, Norma (2013). Nunca nos fuimos. 
Estudio socioeconómico de 6 pueblos indígenas en el Municipio de 
Santa Cruz de la Sierra. Santa Cruz: APCOB e INIFH.

mento. En 1979 se construyó la Casa del Campesino, convirtiéndose en 
un lugar de hospedaje temporal para los indígenas que necesitaban 
estar en la ciudad por cuestiones de salud o realizar trámites. En 1982 
se funda la Confederación de Pueblos Indígenas del Oriente Boliviano 
(CIDOB), con lo que se fortaleció el movimiento indígena”.

A partir del contexto favorable generado por el movimiento indígena 
nacional, con el reconocimiento de los derechos de las naciones in-
dígenas en la Constitución aprobada en 2009, con la posibilidad de la 
elección de representantes indígenas en los espacios legislativos a ni-
vel nacional y departamental y, sobre todo, con el autoreconocimiento 
como indígenas que viven en contextos urbanos, en Santa Cruz de la 
Sierra se gesta un movimiento por los derechos de las naciones indíge-
nas que habitan la urbe. 

Así, los pueblos guaraníes y ayoréode (o ayoreos)3, al vivir en barrios indí-
genas y comunidades urbanas, respectivamente, iniciaron el trabajo de 
construir sus primeras demandas frente al gobierno municipal cruceño. 
Estas se concentraron en el reconocimiento de la ocupación territorial 
y de la contaminación del vertedero municipal en el caso específico del 
pueblo indígena guaraní. Por otro lado, los otros pueblos como los chi-
quitanos, mojeños y afrobolivianos que viven dispersos en toda la ciu-
dad también empezarían a organizarse al ser cada vez más conscientes 
de la posibilidad del reconocimiento de sus derechos y la implementa-
ción de acciones afirmativas como indígenas urbanos4.

	

3	 Los ayoreos (ayoreode o ayoréode) son un grupo étnico del Gran Chaco que vive 
en un área entre los ríos Paraguay, Pilcomayo y Parapetí, que se extiende entre Bolivia y 
Paraguay. En Bolivia los ayoreos están representados por la Central Ayorea Nativa del Oriente 
Boliviano (CANOB).

4	 Portal de información Indígenas en la ciudad de Santa Cruz de la Sierra, ver en: 
http://indigenasciudadsc.org/index.php?page=nuestras-organizaciones
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MAPA Nº 1

Fuente: elaboración propia con información del OEP.

ORGANIZACIÓN INDÍGENA A NIVEL URBANO

A partir de 2009, los pueblos indígenas que habitan en la ciudad de San-
ta Cruz de la Sierra iniciaron un proceso de organización y articulación 
según sus normas y procedimientos propios. De esta manera, surgieron 
organizaciones afiliadas a sus centrales, como en el caso ayoréode y 

guaraní, que se articulan de ma-
nera particular por la influencia 
del contexto urbano, por la afini-
dad cultural, familiar y la ocupa-
ción territorial en la ciudad, entre 
otros aspectos5.

En ese contexto, las diferentes 
organizaciones indígenas esta-
blecieron sus instancias de coor-
dinación y representación ante 
el gobierno municipal, siendo la 
Asociación de Pueblos Indígenas y 
Afrobolivianos de Santa Cruz de la 
Sierra (APISACS) la que aglutinó a 
las otras organizaciones indígenas 
que se mencionan a continuación. 

En la actualidad, la APISACS está 
conformada por las siguientes or-
ganizaciones6: La Asociación de 
Familias Indígenas Gwarayu o Gua-
rayo Urbano Cruceña (AFIGUC), 
conformada por las personas que 
pertenecen a la nación gwarayu7 
y que se identifican como tales, y 
por las personas con vínculo fami-

5	  Ibíd.

6	  Ibid.

7	  La nación gwarayu o guarayo (viene de la familia lingüística) es un grupo étnico que 
habita el departamento de Santa Cruz, provincia Guarayos; también existen comunidades 
en el departamento de Beni según la Biblioteca Virtual de Pueblos indígenas, ver: http://
pueblosindigenas.bvsp.org.bo/php/level.php?lang=es&component=50&item=18.

liar directo que viven en el muni-
cipio de Santa Cruz de la Sierra. La 
Asociación de la Nación Mojeña de 
Santa Cruz de la Sierra (AMOSCS), 
conformada por indígenas que se 
autoidentifican como mojeños y 
residen en Santa Cruz de la Sierra. 
La Asociación Indígena Monkox 
Chiquitana (MONKOX), confor-
mada por los indígenas de la na-
ción monkox de Lomerío y por 
quienes tienen un vínculo familiar 
directo con algún miembro de la 
asociación y viven en la urbe cru-
ceña. La Asociación de Indígenas 
Urbanos Vallecito II, conformada 
por asociados/as provenientes de 
pueblos indígenas de tierras bajas, 
que habitan las viviendas socia-
les de la urbanización Vallecito II. 
Y finalmente, el Consejo Nacio-
nal Afroboliviano-regional Santa 
Cruz (CONAFRO-Santa Cruz) y la 
organización Jóvenes Indígenas y 
Afrobolivianos de Santa Cruz de la 
Sierra (JIASC).
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Desde esta instancia desarrolla-
ron los procesos de mayor inci-
dencia ante el gobierno muni-
cipal de Santa Cruz de la Sierra, 
demandando la incorporación de 
la propuesta de los pueblos indí-
genas en el proyecto de Carta Or-
gánica Municipal. Los aspectos a 
ser integrados en la propuesta se 
concentraron en: la designación 
de concejales indígenas, la crea-
ción de una Secretaría/Dirección 
de Pueblos Indígenas y la imple-
mentación de un Plan Municipal 
para el Desarrollo Integral de los 
Pueblos Indígenas con la asigna-
ción de presupuesto. 

Por otro lado, en el ámbito organi-
zativo indígena a nivel urbano se 
encuentran la Central Ayorea Nati-
va del Oriente Boliviano (CANOB) 

8	 Organización fundada el 23 de febrero de 2013.

9	 La comunidad ayorea Garay se ubica en el barrio San Silvestre Norte, distrito 6, por 
la zona de la Virgen de Luján.

10	 Organización fundada el 4 de diciembre de 2009.

11	 La comunidad Degüi está ubicada en la Villa 1º de Mayo y es colindante del hospital 
de la zona.

que reúne a la Asociación Indígena 
Ayoreode Garay (AIAG)8, confor-
mada por mujeres y hombres que 
pertenecen a la nación ayoréo-
de o que se identifican como ta-
les y que viven en la Comunidad 
Ayorea Garay9; y la Asociación de 
Residentes Ayoreos Degüi (ARA-
D)10, conformada por personas au-
toidentificadas como miembros 
de esta nación y que viven en la 
Comunidad Degüi11. Finalmente, y 
para el caso del pueblo guaraní, se 
encuentra la Capitanía Guaraní de 
la provincia Andrés Ibáñez. 

Cabe resaltar que todas las or-
ganizaciones antes mencionadas 
conforman la Comisión Perma-
nente de Coordinación de las de-
mandas políticas y sociales que 
tienen los pueblos indígenas y 

afrobolivianos de Santa Cruz de la Sierra ante el Gobierno Municipal de 
esta ciudad12. 

DEMANDAS POLÍTICAS Y SOCIALES

Luego de la articulación entre las distintas poblaciones y organizaciones 
indígenas a nivel urbano, en el 2011 en Santa Cruz de la Sierra se inició 
un proceso de alianzas con actores institucionales para trabajar en las 
principales demandas políticas y sociales ante el municipio cruceño. 

A partir de reuniones, talleres y foros se comenzó a elaborar de forma 
participativa una agenda de demandas, que se concentraron en los si-
guientes puntos:

	» La creación de una Secretaría de Desarrollo de los Pueblos Indí-
genas y Afrobolivianos en el municipio cruceño, demanda que 
se concretó en parte con la puesta en funcionamiento desde 
el 2018 de la Unidad de Pueblos Indígenas en el ejecutivo mu-
nicipal; sin embargo, esta instancia no se encuentra dentro del 
organigrama del Gobierno Autónomo Municipal de Santa Cruz 
de la Sierra. 

	» La propuesta de Carta Orgánica para la incorporación de los 
pueblos indígenas del municipio de Santa Cruz de la Sierra. En 
2012 se inició el proceso de elaboración de la propuesta de las 
naciones indígenas urbanas para la Carta Orgánica Municipal de 
Santa Cruz de la Sierra, con el objetivo de incluir las necesidades, 
problemáticas y propuestas de las seis naciones indígenas. El do-
cumento, que en la actualidad se encuentra archivado, cuenta 

12	  Agradecemos a Osvaldo Peñafiel Ortiz, técnico social del Programa Pueblos 
Indígenas en la ciudad de la ONG, Apoyo para el Campesino Indígena del Oriente Boliviano 
(APCOB), por ayudarnos a precisar los nombres de las organizaciones indígenas en la ciudad 
de Santa Cruz de la Sierra.
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con una base jurídica, filosófica, así como los fundamentos so-
cioeconómicos. 

	» La elección de un subalcalde que represente a los pueblos indí-
genas que viven en el municipio cruceño, como parte del ejecu-
tivo municipal. Demanda pendiente de discusión y concreción. 

	» La creación de un distrito municipal indígena con discontinuidad 
territorial, con la elección de los representantes ante el Concejo 
Municipal, a través de las normas y procedimientos propios de 
los pueblos indígenas que viven en la ciudad. La demanda es par-
te de la propuesta de ley de participación por minoría poblacio-
nal de los pueblos indígenas en el Concejo Municipal de Santa 
Cruz de la Sierra. Demanda pendiente de discusión y concreción.

	» La implementación de planes y programas en salud y medicina 
tradicional, educación intercultural y medio ambiente por parte 
del municipio, además de proyectos socioeconómicos, políticos, 
culturales y ambientales, que garanticen el ejercicio pleno de sus 
derechos individuales y colectivos.

De esta manera, y como se puede observar, las diferentes demandas de 
los pueblos indígenas en Santa Cruz de la Sierra reflejan la situación que 
afrontan en el municipio cruceño; las principales tienen que ver con dos 
aspectos: el reconocimiento de sus derechos políticos en las normas de 
carácter local/urbano, como la Carta Orgánica Municipal, que permiti-
ría la elección de subalcaldes indígenas en los distritos en los que estas 
colectividades habitan, así como la creación de un escaño municipal 
indígena con discontinuidad territorial, el acceso a una vivienda13 y a los 

13	  “Hay un vacío que impide el reconocimiento del territorio indígena o territorio 
comunitario en el ámbito urbano, entonces por ejemplo esa es una novedad dentro de la 
propuesta de los pueblos indígenas en la ciudad, el reconocimiento del territorio colectivo 
en el ámbito urbano, y creo que es la principal novedad” (Entrevista a Osvaldo Peñafiel Ortiz, 
técnico social de APCOB).

servicios básicos, el manejo de su idioma materno como 
un componente estratégico de fortalecimiento cultural, 
la educación, la salud, el empleo y el trabajo digno y las 
necesidades de la juventud y la mujer indígena en su con-
texto urbano, así como la identidad cultural. 
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PUEBLOS INDÍGENAS  
EN SANTA CRUZ DE LA SIERRA:  

ENTREVISTAS A DIRIGENTES 
DE ORGANIZACIONES 
INDÍGENAS URBANAS

Julia Sonco Suri 
Abel Jaldin Ramirez

MIGUEL CHARUPA: “Mientras estamos en la ciudad, 
todavía tenemos el nexo con nuestro territorio”

El vicepresidente de la Asociación de los Pueblos In-
dígenas de Santa Cruz de la Sierra (APISACS), Miguel 
Charupa, explica que los indígenas que habitan en las 
áreas urbanas aún mantienen sus nexos con sus comu-
nidades rurales. Este vínculo se manifiesta en especial 
a través del ejercicio del voto para la elección de sus 
representantes en la Asamblea Legislativa Plurinacio-
nal; sin embargo, esto ocasiona un cuestionamiento no 
solo desde el área urbana, sino también en sus comu-
nidades al momento de reclamar derechos. 

La APISACS es tal vez al momento una de las principales 
instancias de coordinación y representación ante el Go-
bierno Autónomo Municipal de Santa Cruz de la Sierra 
de los pueblos indígenas organizados en el área urbana, 
porque aglutina a las seis organizaciones indígenas.

¿Qué opina sobre la posibilidad 
que se abrió para que los 
pueblos indígenas presenten sus 
candidaturas de forma directa?

Esa decisión es parte de las con-
quistas de los pueblos indígenas. 
La representación indígena ha 
tenido una subrepresentación; 
somos 34 pueblos representados 
por siete hermanos a nivel nacio-
nal y aún no se ha podido visibili-
zar la representación con eso. 

La participación directa es para 
romper un proceso de participa-
ción apegado a un partido político. 
En Bolivia, la mayoría de los pue-
blos indígenas tienen un apego y 
se toman como parte a un partido 
político; entonces, desprenderse 
de la noche a la mañana para la 
próxima elección ha generado un 
shock. Esta forma de participación 
sin partidos es como quedar fue-
ra y sin voz; pero es un inicio muy 
importante para que los pueblos 
indígenas podamos participar.

¿Cómo ejercen el derecho 
a elegir y ser elegidos en un 
proceso electoral?

Hemos tratado de configurar una 
nueva etapa y forma de partici-

pación en política. No queremos 
asumir la experiencia de las orga-
nizaciones que han llevado sus si-
glas dentro de un partido político; 
queremos separar eso porque se 
han “quemado”. Como APISACS 
no queremos hacer eso; pero sí 
exigir derechos. A nosotros nos 
gustaría desde la zona urbana ser 
elegidos en una representación 
nacional, elegir nosotros desde 
las ciudades, pero no se puede 
según la Ley del Régimen Electo-
ral. En las ciudades la migración 
indígena es muy fuerte; eso se ha 
indicado a los Tribunales Elec-
torales para ver cómo se puede 
materializar la participación en 
el futuro. Es un tema político y 
debería tomarse en cuenta en la 
asamblea. 

¿Cómo organización indígena 
urbana, en este proceso tienen 
candidaturas como parte de un 
partido político? 

No las tenemos; pero sí hay mu-
chos que están o forman parten 
de la organización que son candi-
datos, pero no van diciendo que 
son de la APISACS; eso es lo que 
se ha cuidado, porque se desvir-
túa todo y nos debilitamos. 
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¿La nominación de estas 
candidaturas indígenas en el 
área urbana se ha hecho de 
forma orgánica?

No existe esa nominación, no lo 
hemos tocado todavía ni siquie-
ra para el ámbito municipal. Pero 
tenemos esa tarea y lo estamos 
analizando. Pero para este proceso 
electoral nacional, como organi-
zación indígena urbana no hemos 
indicado quién es nuestro repre-
sentante o que lo estamos propo-
niendo para un partido político. 

¿Existen espacios de 
socialización entre las 
organizaciones indígenas urbanas 
y las candidaturas que participan 
como sus representantes?

No, lo que pasa es que hay mu-
chos intereses en cada pueblo y 
hay una división interna, eso es lo 
que está perjudicando. Como or-
ganización no hemos llevado un 
candidato porque no quisiéramos 
llevar nuestra representación con 
un partido político. Queremos 
cumplir con nuestro estatuto que 
es apolítico y trabajar, sí con los 
partidos políticos, pero en las ne-
cesidades y derechos. 

¿Cuál es la relación que usted 
aún mantiene con su comunidad 
indígena en el área rural? 

Yo voto en mi territorio, no lo 
hago en la zona urbana. Mantene-
mos eso todavía. Yo vivo en San-
ta Cruz de la Sierra hace mucho 
tiempo, pero no me he desligado 
de mi territorio, todavía manten-
go ese nexo. Acá queremos ejer-
cer nuestro derecho, pero no a 
través del voto, sino a través de 
nuestra democracia comunitaria 
dentro de la zona urbana. 

Mientras estamos aquí tenemos 
el vínculo con nuestro territorio y 
por supuesto que no vamos a ol-
vidarnos de nuestro pueblo; pero 
en la zona urbana nos están cues-
tionando y dicen que si no vota-
mos en la ciudad no tenemos por 
qué exigir cosas acá. Nosotros lo 
estamos haciendo por derecho, 
pero no lo entienden así. 

ZOILA MONASTERIOS: 
“Tenemos que buscar los 
mecanismos para lograr la 
elección de concejales a través de 
normas y procedimientos propios”

Para la capitana del pueblo in-
dígena guaraní del municipio de 

Colpa Bélgica, Zoila Monasterios, si bien es un gran paso la 
posibilidad de que las organizaciones indígenas postulen 
de forma directa a sus candidaturas a las circunscripciones 
especiales indígenas, el siguiente reto es la elección de 
sus concejales y representantes en los concejos munici-
pales a través de la democracia comunitaria, derecho que 
al momento los indígenas migrantes en las áreas urbanas 
no ejercen, sino a través de la democracia representativa.

¿Cómo toman desde el pueblo indígena guaraní la 
posibilidad de postular de manera directa para las 
diputaciones en las circunscripciones especiales?

Como mujeres de la nación guaraní, esa es una decisión 
bienvenida para las organizaciones de pueblos indígenas, 
porque es una propuesta nuestra que ahora se está apli-
cando. Vemos como algo positivo la posibilidad de parti-
cipar de manera directa en el ámbito nacional y subnacio-
nal; pero ahora estamos apuntando a que la elección de 
nuestros concejales en el ámbito municipal urbano sea 
por normas y procedimientos propios. Tenemos que bus-
car los mecanismos para lograr eso.

¿En el ámbito urbano, cómo ejercen el derecho a elegir y 
ser electos?

Nosotros participamos de las asambleas. Por ejemplo, a 
nivel departamental, somos de la Zona Cruz que está en 
seis provincias. La capitanía participa en la Asamblea del 
Consejo de Capitanes. La Asamblea decide cuántos van 
a participar con voz y voto, ahí participamos y ejercemos 
nuestros derechos en el área urbana.



SEPARATAArtículo Primero108 SEPARATAArtículo Primero 109

¿Para este proceso electoral cuentan con una candidatura 
que los represente como indígenas del área urbana?

Hay varios que están participando, pero lamentable-
mente por intereses personales, no se los ha elegido 
como manda el Estatuto Orgánico del Pueblo Guaraní. 
Ese es el lado malo de este proceso; antes se respeta-
ba, se consensuaba, se hacían las cosas como se debía 
porque había principios y valores. Ahora los líderes han 
perdido esas buenas costumbres que caracterizaban 
a los pueblos indígenas. Todavía en algunas comuni-
dades existen; pero en el área urbana se ha perdido. 
Nuestras organizaciones están fracturadas. 

¿En el área urbana todavía se ejerce esta forma 
de elección de sus representantes por normas y 
procedimientos propios?

En la ciudad no se elige por normas y procedimientos 
propios, todavía hay que ir a las urnas. Ahí no ejercemos 
ese derecho, tenemos que apuntar a que eso se haga 
realidad para los pueblos indígenas. 

Estamos apostando a que haya un representante di-
recto en el Concejo Municipal, electo por normas y 
procedimientos propios. Un poco ponen su candado, 
pero igual no cierran esa la posibilidad. Se está traba-
jando en una propuesta al respecto durante más de 
siete años. 

¿Qué relación tienen los indígenas guaraníes que viven 
en las ciudades con sus comunidades?

Todavía existe esa relación. Para emitir su voto algunos 
retornan a sus comunidades. Por ejemplo, yo no retorno, 
siempre he votado aquí. Pero hay hermanos que vuelven 

y ellos ejercen su derecho de vo-
tar allá. Eso depende de muchos 
factores. Por ejemplo, yo no tengo 
una casa allá, en cambio algunos 
sí y regresan a manera de ver su 
casa, su parcela, sus animales. 

FLORINDA URAÑABI: “Hay 
avances, pero también hay cosas 
que se deben trabajar”

La presidenta de la Asociación de 
Pueblos Indígenas de Santa Cruz 
(APISACS), Florinda Urañabi, re-
conoce que existen avances, así 
como elementos que deben ser 
trabajados aún en la participación 
política de las mujeres al interior 
de las organizaciones indígenas. 

Urañabi pertenece a la nación 
indígena guaraya y actualmente 
vive en Santa Cruz de la Sierra. Es 
hija de José Urañabi, uno de los 
fundadores de la Confederación 
de Pueblos Indígenas del Orien-
te Boliviano (CIDOB). Su carrera 
política comenzó como Vicepre-
sidenta de la APISACS.

¿Cuánto ha avanzado la 
participación de las mujeres en su 
organización indígena matriz?

Hubo un avance positivo en la 
participación de las mujeres, 
como por ejemplo, en los guara-
níes, guarayos, chiquitanos; pero 
tienen limitaciones y esto no se 
puede esconder; el varón sigue a 
la cabeza, a la mujer se la utiliza 
para que rellene. Esa es nuestra 
lucha: que las mujeres tengan la 
oportunidad de participar y que 
se capaciten, porque todavía 
existe machismo. 

Por otro lado, es necesario men-
cionar que las mujeres seguimos 
todavía dentro de la bolsa, don-
de nos sentimos menos que el 
varón. Creemos que éste sabe 
pensar, que puede y que noso-
tras no. Pero conozco mujeres 
que se han soltado y han dicho 
que pueden. Entonces, hay avan-
ces y hay temas en los que toda-
vía se debe trabajar. 

¿Cómo se tratan los casos de 
violencia política al interior de 
su organización indígena?

Este año por la cuarentena no he-
mos hecho talleres sobre el tema, 
pero en años anteriores sí. Noso-
tros trabajamos estrechamente 
con instituciones en la capacita-
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ción de estos temas todos los años, nos apoyan en ta-
lleres con mujeres y jóvenes. 

Como organización estamos cumpliendo ocho años 
y buscamos dar ejemplo de respeto entre hombres y 
mujeres. Si hubiera casos de violencia política es afuera 
en los hogares de los pueblos indígenas, hasta ahora no 
hemos tenido problema. 

¿Cuál es el protocolo que manejan para tratar la 
violencia política de género?

Cada afiliado o cada organización que es parte de 
la APISASC tiene un representante que maneja esos 
temas; ellos tienen sus procedimientos propios para 
solucionar un problema para que no se llegue a la jus-
ticia ordinaria.

 

Si bien existe un avance en la participación de las mujeres en las 
organizaciones indígenas, esta aún es lenta. Foto: archivo CEJIS.

PARTICIPACIÓN POLÍTICA 
DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS 

ANTE UNA DEMOCRACIA 
REPRESENTATIVA EN CRISIS 

Rosario Baptista Canedo1

La historia republicana de Bolivia se caracteriza por la exclusión de los 
pueblos indígenas en todos los ámbitos (cultural, económico, laboral, 
social, político, legal, educativo, etc.). Desde la aprobación de la primera 
Constitución Política del Estado en 1826, en ninguna de las 15 reformas 
constitucionales (hasta la de 1994) se los reconoció como habitantes 
originarios del territorio que hoy es Bolivia, ni su cultura e instituciones 
o sus entidades territoriales. Tampoco habían sido considerados indivi-
dualmente como ciudadanos hasta 1953, ciudadanía reconocida recién 
en la Constitución de 1961. Solo en 1994 fueron considerados como su-
jetos de derechos vinculados a su cultura, usos y costumbres. 

En la reforma constitucional de 1994 se reconoció por primera vez el ca-
rácter multiétnico y pluricultural de Bolivia (Art.1), los derechos econó-
micos, sociales y culturales de los pueblos indígenas, que incluía el de-
recho a su territorio y aplicación de normas propias para la resolución 
de conflictos (Art. 171). Asimismo, se crearon el Tribunal Constitucional, 
el Consejo de la Judicatura y el Defensor del Pueblo, que ampliaban 

1	  Abogada y vocal del Tribunal Supremo Electoral. Fue integrante de la Asamblea y 
Directorio de CEJIS. 
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las oportunidades de acceso a la justicia y tutela de los 
derechos humanos. 

Esta inclusión fue resultado de la conformación de las 
organizaciones de pueblos indígenas en la década de 
los 80, tras la recuperación de la democracia, y que a 
inicios de los 90 protagonizaron la primera marcha in-
dígena “Por el territorio y la dignidad” a la cabeza de sus 
líderes Ernesto Noé, Marcial Fabricano y Tomás Ticuazu, 
en la que demandaban una asamblea constituyente, su 
reconocimiento como ciudadanos plenos y su derecho 
sobre los territorios que ocupan ancestralmente. A esa 
marcha le siguieron cinco más hasta el año 2006, todas 
con el mismo objetivo central de lograr el reconoci-
miento de sus derechos individuales y colectivos, pero 
específicamente el respeto a su territorio y su dignidad. 

Ese proceso de inclusión tuvo también un hito en la 
reforma constitucional de 2004, que amplió de manera 
importante los derechos políticos, definió la forma de 
gobierno como “democrática representativa y partici-
pativa”, y al Estado como “social y democrático de de-
recho”, incluyó la asamblea constituyente, la iniciativa 
legislativa ciudadana y el referéndum como ampliación 
de las facultades soberanas del pueblo para deliberar 
y gobernar, rompió el monopolio de los partidos políti-
cos ampliándolo a agrupaciones ciudadanas y pueblos 
indígenas, para su participación en igualdad de condi-
ciones y posibilitó la reforma total de la Constitución, 
como potestad privativa de la asamblea constituyente, 
conformada mediante elección popular. 

En 2006 se realizaron las elecciones para la conforma-
ción de la Asamblea Constituyente y tres años después, 
con un paréntesis de conflictos que la pusieron en riesgo, 

finalmente fue aprobada por refe-
réndum una nueva Constitución 
Política del Estado, publicada en 
febrero de 2009. En ella se acuñó 
el alcance de la democracia, inclu-
yendo la forma comunitaria, y se 
amplió el catálogo de derechos 
humanos y la inclusión del reco-
nocimiento de los derechos co-
lectivos de los pueblos indígenas. 

Antes de la promulgación de la 
nueva Constitución se incluyó al 
orden normativo interno la De-
claración de Naciones Unidas so-
bre los derechos de los Pueblos 
Indígenas (Ley Nº 3760, de 7 de 
noviembre de 2007), en la que se 
reconocen, entre otros, los dere-
chos a la libre determinación, a la 
autonomía o autogobierno en las 
cuestiones relacionadas con sus 
asuntos internos y locales, y a dis-
poner de medios para financiar sus 
funciones autónomas, así como el 
derecho a conservar y reforzar sus 
propias instituciones políticas, jurí-
dicas, económicas, sociales y cul-
turales, manteniendo a la vez su 
derecho a participar plenamente 
en estos ámbitos a nivel nacional, 
con plena participación y voz en la 
toma de decisiones.

Sin embargo, pese todos estos 
avances en el reconocimien-
to de los derechos políticos y 
los derechos colectivos de los 
pueblos indígenas, no se pro-
dujo una inclusión real, aunque 
muchas personas pertenecien-
tes a estos pueblos indígenas y 
originarios hubieran llegado a 
ocupar cargos públicos y de re-
presentación legislativa; una vez 
más sus voces fueron secuestra-
das por la organización política 
que los postuló, arrogándose su 
representación, perdiendo de 
ese modo la que detentaban 
como identidad colectiva de sus 
respectivos pueblos. Este hecho 
constituyó, una vez más, un acto 
de exclusión, producto de la so-
berbia de quienes adoptan la 
impostura de actuar en favor de 
intereses ajenos a los de la po-
blación que dicen representar, 
impidiendo así el ejercicio real 
de sus derechos constituciona-
les, restringidos en muchos ca-
sos por las propias leyes adop-
tadas en el marco de la nueva 
Constitución y vulnerándola.



SEPARATAArtículo Primero114 SEPARATAArtículo Primero 115

Con estos antecedentes, sigue 
abierto el debate en torno a los 
derechos y ciudadanía de los 
pueblos indígenas, que a través 
de sus incansables demandas 
plantean una transformación más 
profunda del Estado, mostrando 
que no es suficiente solo añadir 
el reconocimiento de derechos 
diferenciados, “especiales”, o la 
inclusión de su diferencia cultural 
al esquema dominante existente, 
reduciendo su lucha a lograr es-
caños a través de algún partido 
político, que igual expropiará su 
derecho a la libre determinación. 
Se plantea el desafío de cons-
truir la interculturalidad como 
una alternativa que evite tratar el 
tema como un “problema de in-
dígenas”, sino más bien como un 
tema histórico y estructural, cuyo 
resultado no sea agregar más ele-
mentos de polarización y separa-
ción, convirtiendo a unos en “nor-
males” y a otros en “especiales”.

Los pueblos indígenas exigen 
iguales oportunidades para el 
ejercicio de sus derechos y de su 
ciudadanía plena, bajo un esque-
ma de reconocimiento respetuo-
so de sus diferencias, no bajo el 
discurso de la “restitución histó-

rica”, concebida como un acto 
“generoso”. Interpelan al sistema 
democrático, que se mantiene 
petrificado bajo un manto de 
apariencia, indolente y servil a in-
tereses cada vez más ajenos a los 
de la población, e interpelan al 
Estado, cada vez más fuerte, que 
engorda y se fortalece a costa de 
la ciudadanía, extrayendo de ella 
de forma extorsiva no solo recur-
sos, sino también derechos. 

Frente a esta situación, y después 
de más de 11 años de vigencia de 
la Constitución, en el proceso de 
Elecciones Generales 2020 por 
primera vez en la historia se abre 
paso a la demanda indígena de 
ejercer sus derechos políticos, 
aunque todavía con muchas limi-
taciones; pero iniciando el camino 
hacia un proceso de construcción 
de una democracia en la que cada 
persona sea protagonista desde su 
ciudadanía, con plena responsabi-
lidad y voz propia, con respeto a 
su identidad, cultura y autonomía 
tanto individual como colectiva. 

La convergencia intercultural, 
trasladada al ámbito jurídico, per-
mite entrelazar principios del de-
recho consuetudinario y del dere-

cho positivo sobre una base de igualdad de oportunidades 
para el ejercicio de los derechos, construir un sistema ju-
rídico plural en el que convivan diversos órdenes norma-
tivos, sin eludir toda la complejidad, riesgos, problemas y 
desafíos que ello implica. Por eso, este camino iniciado en 
este proceso electoral brinda la oportunidad de dotar a 
los órganos del Estado de verdadera independencia res-
pecto a los intereses de partidos políticos y agrupaciones 
ciudadanas, para un ejercicio responsable de la democra-
cia, que responda exclusivamente a los intereses de la po-
blación y no a ideologías, liderazgos o ambiciones políticas 
y partidarias. 

La inclusión condicionada y mediatizada por partidos po-
líticos rompe por completo los derechos de autonomía 
y autodeterminación reconocidos a las naciones y pue-
blos indígenas, que a través de sus demandas cuestionan 
profundamente el derecho a la igualdad, convertido en 
algo vago, vacío de contenido real y más bien tendiente 
a perpetuar las diferencias. A través de la incipiente, pero 
importante participación de los pueblos indígenas, se 
produce una interpelación al esquema tradicional y con-
servador de participación electoral, que, junto a propues-
tas de inclusión de candidaturas independientes a orga-
nizaciones políticas, plantean la ruptura de la tradicional 
hegemonía partidaria, como modelo único de participa-
ción política.

El proceso electoral 2020 es el inicio de una mejor demo-
cracia, más justa, equitativa y real; es el desafío para con-
solidar espacios de participación ciudadana responsable, 
verdaderamente directa y con la representación delegada 
sola y únicamente para efectos de administración de los 
intereses del bien común. 
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Esta responsabilidad no solamente está en manos del 
Tribunal Supremo Electoral ni de quienes ahora parti-
cipan como candidatas y candidatos de esos pueblos 
indígenas, que por primera vez toman con voz propia 
la oportunidad de participar sin intermediarios, ni de 
los pueblos que les confirieron este mandato; la res-
ponsabilidad es de todos, es decir, de cada ciudadana 
y ciudadano, indígena o no, cada organización política, 
el Estado en todos sus niveles, poderes e instituciones 
y también de las organizaciones políticas.

Podría considerarse que es un momento en nuestra 
historia que se presenta como una oportunidad para 
restablecer un orden alterado que contribuyó a gene-
rar niveles inadmisibles de discriminación, permitiendo 
que por primera vez nos miremos entre todas y todos 
para reconocernos en nuestra realidad, y, a partir de 
una profunda reconciliación con nosotras(os) mis-
mas(os), construir un nuevo orden que se vea reflejado 
en la nueva CPE.

Restablecer el respeto y protección de la propiedad 
cultural e intelectual de los pueblos indígenas ha ad-
quirido importancia y urgencia crecientes, implica 
romper la mirada hacia ellos como parte del folklore 
local, para reconocerlos como pueblos dignos de res-
peto a quienes el Estado debe garantizar el ejercicio 
de sus derechos humanos fundamentales como nacio-
nes, sociedades y pueblos diferenciados, con faculta-
des amplias para controlar los conocimientos que han 
heredado de sus antepasados.

Las demandas de participación política de los pueblos 
indígenas no se conforman con respetar los límites 
impuestos por el orden establecido, que solo permi-

tía el reconocimiento de algunos 
derechos específicos relativos a 
la diversidad y el pluralismo étni-
co-cultural, y el derecho a la dife-
rencia. Ahora plantean demandas 
más profundas, más allá de accio-
nes de reparación histórica, pro-
ponen la interculturalidad como 
transformación de la relación 
entre pueblos, nacionalidades y 
culturas; pero también del Esta-
do, de sus instituciones sociales, 
políticas, económicas y jurídicas 
y de las políticas públicas, bajo 
un enfoque inclusivo, respetuoso 
y equitativo. 

El reconocimiento de derechos 
colectivos a pueblos indígenas 
rompe el esquema de derechos 
fundamentales tradicionalmente 
reconocidos en la CPE. Plantea 
una mirada más amplia que una 
mera inclusión formal, obligando 
a apuntar hacia acciones estata-
les, antes impensables para garan-
tizar la efectiva inclusión indígena 
a una vida plena en los ámbitos 
económico, cultural, social, polí-
tico, legal, e incluso en el ámbito 
privado. Esto, obviamente, trae 
aparejados problemas nada fáci-
les de resolver y, sobre todo, plan-
tea una interrogante en cuanto a 

la capacidad real del Estado para 
dar cobertura a un desafío de esta 
envergadura y la capacidad de 
cambio de una sociedad conser-
vadora, apegada a prejuicios que 
trascienden lo cultural o social, 
especialmente cuando se trata de 
derechos individuales y colectivos 
de los indígenas.

Los derechos colectivos de pue-
blos indígenas, o derechos de los 
pueblos en abstracto, son aque-
llos que tienen como titular a 
una comunidad en su conjunto y 
plantean, por tanto, una disyuntiva 
acerca de los mecanismos de ga-
rantía en el plano individual o co-
lectivo. Por ello se presentan cues-
tiones ya prácticas respecto a la 
construcción jurídica de la norma 
que garantice su exigibilidad, plan-
teándose como duda si será ex-
tensiva también para cada indivi-
duo integrante de una comunidad 
indígena, si esta protección alcan-
za solamente a los indígenas que 
viven en comunidad o también a 
quienes se encuentran en áreas 
urbanas, si es aplicable a quienes 
sin ser indígenas se integran a una 
comunidad, o a quienes tienen di-
ferentes grados de mestizaje, ya 
sea sanguíneo o cultural.
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Esta diferencia pone en el tape-
te del debate el tema del sujeto 
de los derechos colectivos. Es in-
discutible que los derechos hu-
manos individuales tienen como 
destinataria a la persona bajo la 
concepción clásica de los dere-
chos humanos, cuyo carácter in-
dividual no puede aplicarse a los 
pueblos indígenas, por tratarse 
de sujetos colectivos que requie-
ren acciones de garantía distintas; 
esto implica la necesidad y obli-
gación de adoptar formas de par-
ticipación política diferentes, que 
incluyan su cosmovisión y prácti-
cas comunitarias que no pueden 
ser individualizadas.

El reconocimiento de derechos 
colectivos, en especial respecto 
a la participación en los poderes 
públicos y la toma de decisiones 
en aspectos de interés general y 
en aquellos referidos a su territo-
rio y a su condición de indígenas, 
–como sujetos colectivos de de-
rechos, independientemente de 
los derechos individuales– plan-
tea un reconocimiento más in-
tegral de los derechos colectivos 
e implica, en consecuencia, un 
desafío más grande, pues conlle-
va una mayor complejidad y, por 

tanto, requiere de soluciones que 
serán también más complicadas 
si se quiere llevar a un plano jurí-
dico concreto de aplicación. 

La concepción liberal de la igual-
dad, como mecanismo de ho-
mogeneización sin considerar las 
diferencias, contribuyó a generar 
y perpetuar las desigualdades y, 
por tanto, la discriminación. Re-
conocer ahora a los pueblos indí-
genas como sujetos de derecho 
supone un ajuste gradual a los 
principios de universalidad y de 
igualdad a las diferencias huma-
nas que se constituyen en discri-
minación. Esto significa indiscuti-
blemente un cambio en la visión 
de subordinación de lo indígena a 
lo occidental, que históricamen-
te concibió y ejerció los derechos 
humanos en nuestras sociedades. 
La polémica sobre la existencia o 
no de derechos colectivos no es 
nueva, ya fue un tema abordado 
desde Aristóteles, pasando por 
Rousseau, Hegel y Marx, plantea-
do a partir de la pugna entre libe-
ralismo y marxismo, y hasta ahora 
sigue planteando debates impor-
tantes acerca de la dimensión in-
dividual o social del ser humano.

En esta medida, se plantea la 
importancia de la aceptación y 
reconocimiento de derechos li-
gados a la existencia misma de 
los pueblos indígenas, originarios, 
campesinos y afrodescendientes, 
y su ejercicio en tanto sujetos co-
lectivos de derechos; pero, ade-
más, como parte indispensable 
de la identidad de cada individuo. 
Por eso, ellos mismos se presen-
tan como sujetos colectivos de 
derechos, con facultades para de-
mandar en tal calidad su cumpli-
miento, respeto y vigencia, en un 
marco que supera la concepción 
individual de la titularidad de los 
derechos humanos, haciéndolos 
plenamente aplicables y exigi-
bles en un ámbito colectivo. 

Esto significa la ruptura de una 
visión individualista y plantea 
una reflexión en torno a la exis-
tencia de identidades culturales 
y visiones político-organizativas 
distintas a la predominante, lo 
que invariablemente deberá con-
ducir a admitir que, en la práctica, 
existió una ciudadanía incomple-
ta, asentada en la desigualdad 
económica y la exclusión étnica, 
cultural y genérica. El desafío es 
adoptar un sistema electoral in-

clusivo, respetuoso de los dere-
chos individuales y colectivos en 
un equilibrio, para que todas las 
personas nos sintamos incluidas 
y reconocidas, tanto en el plano 
individual como colectivo.

Lograr esto a partir de la participa-
ción política directa de los pueblos 
indígenas es un primer paso, como 
expresión de la actual voluntad 
política; pero para su efectiva apli-
cación requerirá del compromiso 
social, del esfuerzo que haga cada 
persona para verse en los demás 
como parte de uno. También re-
quiere especialmente del acto 
respetuoso de las otras organiza-
ciones políticas (partidos y agrupa-
ciones ciudadanas) de reconocer-
los como actores en condiciones 
de igualdad, absteniéndose de 
intentar arrogarse su representa-
ción en las siete circunscripciones 
especiales indígenas. 

Estos planteamientos y expecta-
tivas, como todo proceso trans-
formador, tienen como efecto 
en su fase inicial liberar los de-
monios de todos, exacerbar las 
diferencias, las inequidades, las 
exclusiones, despertando con 
toda su crudeza sentimientos de 
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racismo, incluso de odio de unos hacia otros. Revitaliza 
viejos sentimientos de superioridad, que ahora ya no 
encuentran ecos de sumisión, sino de rebeldía; pero 
también despierta sentimientos de respeto, de reco-
nocimiento y de simpatía mutua, que permiten no per-
der la esperanza de una reconciliación general, de la 
construcción de lazos de reciprocidad que nos hagan 
a todos y todas sentirnos parte de un mismo país, de 
construir juntos un nuevo pacto social. 

Requiere un cambio de aquellos hábitos y prácticas 
que promueven y pregonan la sumisión, su baja valora-
ción y su relegación en la vida pública, reforzados por la 
tradición, las costumbres, la religión y el control social 
que contribuyen a que los propios pueblos asuman su 
humillación en silencio, algunos con resignación ante la 
“normalidad”, ante este sentido común que permite la 
perpetuación y reproducción, hasta el infinito, de este 
círculo interminable de desigualdad; pero otros buscan 
transformar el sistema, no cesan en sus desafíos hacia 
él, en sus demandas de inclusión y participación en 
igualdad de oportunidades. Se trata pues de construir 
un nuevo sentido común, de hacer un espacio para que 
‘el otro’ pueda caber, para integrarnos bajo una visión 
común mínima de país, bajo unos valores que puedan 
construirse a partir de las culturas indígenas, originarias, 
en equilibrio y armonía con los valores occidentales, 
creando un sistema en el que se pueda compartir entre 
toda la gama de diversidad que alberga Bolivia. 

Hablar de los derechos políticos de los pueblos indíge-
nas y su participación en la conformación de los pode-
res del Estado es solamente un aspecto de un conjunto 
que amerita una reflexión más amplia sobre el lugar que 

ocupan en el país, en la sociedad, 
en el sentido común, sobre su in-
clusión en la vida nacional y en los 
espacios de toma de decisiones 
que les afectan. 

Durante toda nuestra historia re-
publicana se generaron discrimi-
naciones y desigualdades inad-
misibles, que aún hoy subsisten 
bajo diferentes formas; pero no 
por ello menos perversas, desti-
nadas a despojar a los pueblos in-
dígenas de sus tierras y limitar su 
acceso a los recursos y servicios 
que el Estado pone a disposición 
para el ejercicio de los derechos. 
En el sistema electoral sus dere-
chos políticos y ciudadanos fue-
ron particularmente vulnerados.

La CPE y los tratados internacio-
nales de derechos humanos son 
claros al señalar que el derecho 
humano de participar en la direc-
ción de los asuntos públicos, en 
la función pública y en la confor-
mación de los poderes públicos 
corresponde a las personas, a los 
individuos, a los seres humanos y 
es parte del ejercicio de los de-
rechos ciudadanos. No es, por 
tanto, una función que pueda ser 
ejercida o sea exclusiva de corpo-

raciones jurídicas tales como los 
partidos políticos. 

Esta limitación al ejercicio de de-
rechos no solo impidió que los 
pueblos indígenas ejerzan sus 
derechos políticos conforme a 
normas y procedimientos pro-
pios, sino que en una elección 
de carácter nacional en la que 
se decide la conformación de los 
poderes públicos por cinco años 
no se debe obligar a los pueblos 
indígenas a asimilarse a la única 
forma admitida para participar, 
con intermediación de partidos 
políticos (que no siempre repre-
sentan ni son portadores de los 
intereses y necesidades de la po-
blación, y menos aún de los pue-
blos indígenas), impidiendo así el 
ejercicio de su derecho político a 
ser elegidos de manera autóno-
ma, en los términos que recono-
cía la Ley Nº 2771 de agrupaciones 
ciudadanas y pueblos indígenas 
(dos veces abrogada, primero por 
la Ley Nº 018 del Órgano Electo-
ral y luego por la Ley Nº 1096). 

Esta relación de medios y fines, 
en la que deben observarse las 
condiciones de igualdad y no dis-
criminación establecidos en la 



SEPARATAArtículo Primero122 SEPARATAArtículo Primero 123

CPE y en los tratados de derechos humanos, expresa 
la necesidad de una práctica democrática en la que 
toda persona pueda ser votada y en especial quienes 
son parte de los pueblos indígenas, tradicionalmente 
excluidos. Lo contrario revela una sociedad oprimida 
por el ejercicio amañado del poder, en que el autorita-
rismo determina quiénes son los individuos por los que 
el pueblo puede votar. La ley no puede ser caprichosa, 
arbitraria y desproporcionada, hecha a la medida solo 
de algunos, quebrantando la igualdad y no discrimina-
ción, condición sine qua non para el ejercicio de los de-
rechos y libertades de las y los ciudadanos.

Si bien el reconocimiento constitucional y legal de 
nuestros derechos políticos es amplio y acorde a los 
contenidos en la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, el Convenio Nº 169 de la OIT y la De-
claración de Naciones Unidas sobre los Derechos de 
los Pueblos Indígenas, las regulaciones de la legislación 
boliviana para su ejercicio los limitan más allá de lo 
que la dignidad puede tolerar. 

ANEXOS

1. LISTA DE CANDIDATURAS TITULARES A LAS 
CIRCUNSCRIPCIONES ESPECIALES INDÍGENA ORIGINARIO 
CAMPESINAS (CIOC) POR DEPARTAMENTO EN TIERRAS BAJAS

DEPARTAMENTO CANDIDATA (O) POSICIÓN 
PUEBLO INDÍGENA/

ORGANIZACIÓN 
POLÍTICA 

Santa Cruz

Aida Micaela Gil Titular OICH

Lourdes Miranda 

Tiguayo
Titular APG

Verena Uraza 

Yapuquenda
Titular CC

Maribel Vaca Saucedo Titular Juntos

Rosmeri Gutiérrez 

Herbas
Titular Creemos

Beni
Bailón Ortiz Caumol Titular CEPEM-B

Roberto Alameda Claros Titular Juntos 

Cochabamba

Tito Guasu Guaguasu Titular 
Consejo Indígena 

Yuqui Bia Recuate

Leodan Hinojosa Soria Titular MAS

Damariz Orihuela Soria Titular Juntos
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DEPARTAMENTO CANDIDATA (O) POSICIÓN 
PUEBLO INDÍGENA/

ORGANIZACIÓN 
POLÍTICA 

Tarija

Simmel Dufy Sánchez 

Ayala
Titular ORKAWETA

Justino Zambrana 

Cachari
Titular APG

Rene Arebayo Corimayo Titular CC

Carla Mariana Seoane 

Taborga
Titular Creemos

Pando

Mariana Rodríguez 

Gonzales
Titular Pueblo Yaminagua

Tacni Elvis Mendoza 

Mendoza
Titular MAS

Wilson Kappi Apana Titular Juntos

Beatriz Camaconi Ayala Titular Creemos 

La Paz

Verónica Chalco Tapia Titular MAS

José Luis Campos Peña Titular CC

Roger Tintaya Mamani Titular Juntos 

 Fuente: elaboración propia con base en datos del OEP y CPTA.

2. CIRCUNSCRIPCIONES ESPECIALES INDÍGENAS 
Y ASIENTOS ELECTORALES EN BOLIVIA 

ASIENTOS ELECTORALES EN LA CIRCUNSCRIPCIÓN 
ESPECIAL INDÍGENA DE LA PAZ A NIVEL DE TIOC

PUEBLOS Y NACIONES 
INDÍGENAS

TIOC ASIENTO ELECTORAL

Afroboliviano, mosetén, leco, 

kallawaya, tacana y araona 

Leco Larecaja

La Aguada

Candelaria

Pajonal Vilaque

Mariapu

Carmen del Emero

Carura

Leco de Apolo
Torewa I (Pueblo 

Antiguo)

Mosetén

Covendo

Santa Ana de 

Mosetenes

Tacana I

Villa Fátima

Macagua

Buena Vista

San Miguel

San José de 

Uchupiamonas

San José de 

Uchupiamona

Araona Puerto Araona

Fuente: elaboración propia con base en datos del OEP y CPTA.
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ASIENTOS ELECTORALES EN LA CIRCUNSCRIPCIÓN 
ESPECIAL INDÍGENA DE LA PAZ A NIVEL MUNICIPAL

PUEBLOS Y NACIONES 
INDÍGENAS

MUNICIPIO ASIENTO ELECTORAL

Afroboliviano, mosetén, 
leco, kallawaya, 
tacana y araona

Guanay

Guanay

Guanay

Yolosani

Santa Rosa de Challana

Trapicheponte

Alto Chijini

Mapiri Charopampa

Teoponte Tomachi

Apolo

Apolo

Apolo

Inca

Santa Catalina

Puchahui

Correo 

Munaypata

Cajuata
Villa Barrientos (Inquisivi)

Miguillas

Chulumani

Chulumani 

Tagma

Huancané

Irupana

Irupana

Chicaloma

Laza

Afroboliviano, mosetén, 
leco, kallawaya, 
tacana y araona

Coroico

Coroico
Coroico
Yolosa
Mururata
Suapi
Pacollo

Coripata

Coripata 
Arapata
Puerto Pérez (Iturralde)
El Tigre (Río Madre de Dios)

San Buenaventura Tumupasa

Charazani

Charazani
Apacheta
Chari
Amarete
Amarka
Sayhuani
Chulina (San Miguel)
Carijana
Pauje Yuyo
Soto Pata
Gral. Ramón Gonzales
Santa Rosa de Caata
Kalluhuaya

Curva

Curva
Puli
Kapna
Caalaya
Upinuaya
Lagunillas
Cañizaya
Taipi Cañuma

Tipuani Cotapampa

Fuente: elaboración propia con base en datos del OEP y CPTA.
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ASIENTOS ELECTORALES EN LA CIRCUNSCRIPCIÓN ESPECIAL 
INDÍGENA DE COCHABAMBA A NIVEL DE TIOC

PUEBLOS Y NACIONES 
INDÍGENAS

TIOC ASIENTO ELECTORAL

Yuqui y yuracaré

Yuqui - CIRI

La Misión

Comunidad Indígena Yuqui 
Biarecuate

Tres Islas

Santa Isabel

Puerto Las Flores

Urupa

Yuracaré

Santa Anita

El Carmen

Trinidadcito

Puerto Cochabamba

Santa Rosa de la Boca

TIPNIS 
San Benito

San José de Angosta

Fuente: elaboración propia con base en datos del OEP y CPTA.

ASIENTOS ELECTORALES EN LA CIRCUNSCRIPCIÓN ESPECIAL 
INDÍGENA DE COCHABAMBA A NIVEL MUNICIPAL

PUEBLOS Y NACIONES 
INDÍGENAS

MUNICIPIO ASIENTO ELECTORAL

Yuqui y yuracaré Villa Tunari Yuracaré Limo del Isiboro

Fuente: elaboración propia con base en datos del OEP y CPTA.

ASIENTOS ELECTORALES EN LA CIRCUNSCRIPCIÓN ESPECIAL 
INDÍGENA DE ORURO EN EL GAIOC URU CHIPAYA

PUEBLOS Y NACIONES 
INDÍGENAS

GAIOC ASIENTO ELECTORAL

Chipaya y uru murato Uru Chipaya

Chipaya 

Wistrullani

Ayparavi

Fuente: elaboración propia con base en datos del OEP y CPTA.

ASIENTOS ELECTORALES EN LA CIRCUNSCRIPCIÓN 
ESPECIAL INDÍGENA DE ORURO A NIVEL MUNICIPAL

PUEBLOS Y NACIONES 
INDÍGENAS

MUNICIPIO ASIENTO ELECTORAL

Chipaya y uru murato

Challapata Uru Murato Wilañeque

Poopó Puñaca

Santiago de Huari Uru Uru Llapa Llapani

Fuente: elaboración propia con base en datos del OEP y CPTA.
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ASIENTOS ELECTORALES EN LA CIRCUNSCRIPCIÓN 
ESPECIAL INDÍGENA DE TARIJA A NIVEL DE TIOC

PUEBLOS Y NACIONES 
INDÍGENAS

TIOC ASIENTO ELECTORAL

Guaraní, weenhayek 
y tapiete

Weenhayek

La Purísima

Crevaux

Algarrobal

D’Orbigni

Resistencia

Itika Guasu

Potrerillos

Tentaguazu

Zapaterambia

Lagunitas

Tentapiao

Alto Ipaguazu

Tarupayo

Timboy

Ñaurenda

Yuati

Fuente: elaboración propia con base en datos del OEP y CPTA.

ASIENTOS ELECTORALES EN LA CIRCUNSCRIPCIÓN 
ESPECIAL INDÍGENA DE TARIJA A NIVEL MUNICIPAL

PUEBLOS Y NACIONES 
INDÍGENAS

MUNICIPIO ASIENTO ELECTORAL

Guaraní, weenhayek 
y tapiete

Yacuiba

Campo Grande
Caiza ”J”
Yaguacua
Tierras Nuevas
Aguayrenda

Caraparí

Caraparí
Saladillo
Itau
Yacunda
Zapatera Norte
Iñiguazu
San Nicolás

Villa Montes

San Antonio
Caipirendita
Caigua
Taihuati
Tarairi
Palmar Grande
Samayguate
La Central

Entre Ríos Palos Blancos

Fuente: elaboración propia con base en datos del OEP y CPTA.
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ASIENTOS ELECTORALES EN LA CIRCUNSCRIPCIÓN 
ESPECIAL INDÍGENA DE SANTA CRUZ A NIVEL DE TIOC

PUEBLOS Y NACIONES 
INDÍGENAS

AIOC ASIENTO ELECTORAL

Chiquitano, guaraní, 
guarayo, ayoreo y 
yuracaré-mojeño

Bajo Paraguá

Piso Firme

Porvenir

Florida

Yuracaré
Corto Hondo

El Pallar

Santa Teresita - 
Cimí (Ayoreo)

Santa Teresita

Alto Parapetí

Caraparicito

Buena Vista

Huaraca

Takovo Mora Yatirenda

Kaaguasu

San Miguel Kuruguaka

Palmarito

TatarendaVieja

Itembeguazu

Ipitacito del Monte

El Rodeo

Imbochi

Kaipependi 
Karovaicho

Ibamirapinta

Guasanti

Caipipendi

Caipirenda

Kaami

Itanambikua

Guirarapo

Curundaity

El Poder

Imboch

Salinas

Puente Viejo

Chiquitano, guaraní, 
guarayo, ayoreo y 
yuracaré-mojeño

Zapocó - Boa 
Cachodí

Zapoco

Monte Verde

Makanate

Santa Rita

Palestina

Palmarito de la Frontera

Lomerío

San Antonio de Lomerío

Fátima

Salinas

El Puquio

San Lorenzo

Monterito

Holanda

Las Trancas

Palmira 

Fuente: elaboración propia con base en datos del OEP y CPTA.
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ASIENTOS ELECTORALES EN LA CIRCUNSCRIPCIÓN ESPECIAL 
INDÍGENA DE SANTA CRUZ A NIVEL MUNICIPAL

PUEBLOS Y NACIONES 
INDÍGENAS

MUNICIPIOS ASIENTO ELECTORAL

Chiquitano, guaraní, 
guarayo, ayoreo y 
yuracaré-mojeño

Warnes
Alba Tapera

Futuro

San Ignacio  
de Velasco

El Carmen de Ruiz

Espíritu

San Vicente

Buena Hora

Santa Ana (Velasco)

La Estrella

San Josema

Recreo

Pailita

San Nicolás del Cerrito

San Rafaelito de Suponema

Santa Anita de la Frontera

San Lorencito de la Frontera

El Carmen de Ruiz

15 de Agosto

San Bartolo de la Frontera

San Javierito

San Juan de Macoño

San Miguel

San Juan del Lomerío

Cruz del Tocoigo

Pasiviqui

San Luisito de Lima

San Pedro del Cerrito

Chiquitano, guaraní, 
guarayo, ayoreo y 
yuracaré-mojeño

San Rafael

Villa Fátima

El Tuna

San Fermín

Miraflores II

San José
Quimome

Nuevo Horizonte

Pailón

Rosal Centro

Cañada Larga

Tres Cruces

Pozo del Tigre

Cerro de Concepción / El 
Tinto (cap.)

Puesto Paz

Poza Verde

Roboré

Aguas Calientes

Los Sotos

Agua Negra

Lagunillas 

Agua Grande

Aquio

Ipati

Alto Parapetí

Tasete

Tenta Piau

Pampa Redonda

Yaity

Potrerillos los Pozos

Irenda
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Chiquitano, guaraní, 
guarayo , ayoreo y 
yuracaré-mojeño

Cabezas
El Curichi

Cotoca

Cuevo
Ivicuati

El Arenal 

Camiri
Itakuatia

Huaraca

Mineros San Juan del Carmen

Fernández Alonzo Betania

Concepción

Candelaria

El Carmen

San Pedro

San Silvestre

Tierra Hermosa

Altamira

Las Mercedes

Santa Mónica

Guayaba

San Javier

Coronación

Las Abras

Turux Napez

San Pablo

San Julián 16 de Marzo

Chiquitano, guaraní, 
guarayo, ayoreo y 
yuracaré-mojeño

San Matías

Candelaria

Las Petas

Ascensión de la Frontera

Santa Isabel

San Fernando

Santo Corazón

Puerto Suárez

Colonia Warnes

Motacucito

Rincón del Tigre

Santa Ana

Palmeras

Candelaria

Ascensión de 
Guarayos

San Pablo

Santa María (Nueva 
Esperanza)

Cerro Grande

Nueva Jerusalén

El Junte

Urubicha

Urubicha

Yaguaru

Monseñor Salvatierra

Santa Teresita

El Puente

Limoncito

Yotau

Cachuela

Los Chacos

El Combate

Fuente: elaboración propia con base en datos del OEP y CPTA.
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ASIENTOS ELECTORALES EN LA CIRCUNSCRIPCIÓN ESPECIAL 
INDÍGENA DE SANTA CRUZ EN EL GAIOC CHARAGUA IYAMBAE

PUEBLOS Y NACIONES 
INDÍGENAS

GAIOC ASIENTO ELECTORAL

Chiquitano, guaraní, 
guarayo, ayoreo y 
yuracaré-mojeño

Charagua Iyambae

San Lorenzo (Cordillera)

Caipepe

Saipuru

Masavi

El Espino

Taputa

Parapetí Grande/San Antonio 
(cap).

San Francisco

Izozog/Coopere Brecha 
Loma (cap).

La Brecha

Iyovi – Aguarigua

Huarirenda Nueva

Rancho Nuevo

Isiporenda

Tacobo

Pueblo Nuevo Parapetí

Okita

25 de Mayo

Nueva Esperanza

Joseravi

Akae

Capiguazuti

Machipo

Tarenda

Yapiroa
Fuente: elaboración propia con base en datos del OEP y CPTA.

ASIENTOS ELECTORALES EN LA CIRCUNSCRIPCIÓN 
ESPECIAL INDÍGENA DE BENI A NIVEL DE TIOC

PUEBLOS Y NACIONES 
INDÍGENAS

TIOC ASIENTO ELECTORAL

Tacana, pacahuara, 
itonama, joaquiniano, 
maropa, guarasugwe, 
mojeño, sirionó, baure, 
tsimane, movima, 
cayubaba, moré, 
cavineño, chácobo, 
canichana, mosetén y 
yuracaré

Sirionó (TIS) Ibiato

Chacobo - 
Pacahuara

Alto Ivon

Cavineño

Puerto Cavinas

Baquety

California

Buen Destino

Tacana - Cavineño Carmen Alto

Chimán - T’simane

Puerto Yucumo

Tacuaral de Mattos

Misión Fátima

La Cruz

Pilón Lajas

Puente Yucumo

Asunción de Quiquibey

Bajo Colorado

Cayubaba

Coquinal

El Trompillo/Mamoré

Rancho Ginebra

Cooperativa

Nueva Esperanza

Campo Ana María

San Carlos
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Multiétnico (TIM I)

Santa Rosa Río Apere

Puerto San Borja

San José del Cabitu

Monte Grande

Retiro

Pueblo Nuevo

Parque Nacional 
Isiboro-Sécure 
(TIPNIS)

San Antonio de Imose

Trinidadcito

Gundonovia

Oromono

Puerto San Lorenzo de Moxos

San Bernardo

San José de Patrocinio

San José del Sécure

San Miguelito del Isiboro

San Pablo del Isiboro

Mojeño-Ignaciano 
(TIMI)

Argentina

Bermeo

Fátima 

Litoral

Moré Moré-Monte Azul

Joaquiniano

Puerto Ustárez

Santa Rosa de Vigo

Alejandría

Itonama Versalles

Baures El Cairo II

Movima I Los Montes de Oro

Fuente: elaboración propia con base en datos del OEP y CPTA.

ASIENTOS ELECTORALES EN LA CIRCUNSCRIPCIÓN 
ESPECIAL INDÍGENA DE BENI A NIVEL MUNICIPAL

PUEBLOS Y NACIONES 
INDÍGENAS

MUNICIPIO ASIENTO ELECTORAL

Tacana, pacahuara, 
itonama, joaquiniano, 
maropa, guarasugwe, 

mojeño, sirionó, 
baure, tsimane, 

movima, cayubaba, 
moré, cavineño, 

chácobo, canichana, 
mosetén y yuracaré

San Javier San Pedro

Reyes

El Triunfo Río Biata

San José-Maropa

San Marcos

Soraida

San Borja

El Chacal

Indígenas Arenales

Manguito

Remanso del Maniqui

Exaltación

Puerto Santiago

Santa Rosa Río Tapado

Las Abras de Yacuma

San Ignacio

Mercedes de Lojojota

San Francisco

San Lorenzo de Moxos

Santísima Trinidad

Loreto Villa El Carmen del Remanzo

Magdalena
Santa María del Iténez

La Cayoba

Fuente: elaboración propia con base en datos del OEP y CPTA.
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ASIENTOS ELECTORALES EN LA CIRCUNSCRIPCIÓN 
ESPECIAL INDÍGENA DE PANDO A NIVEL DE TIOC

PUEBLOS Y NACIONES 
INDÍGENAS

TIOC ASIENTO ELECTORAL

Yaminagua, 
pacahuara, esse ejja, 
machineri y tacana

Yaminahua – 
Machineri

San Miguel de Machineri

Yaminahua

Multiétnico II 

Tres Estrellas (TCO)

Miraflores

Portachuelo Centro

Contravaricia

Galilea

Loreto

Nueva Esperanza

Nuevo Horizonte

Palestina (M. de Dios)

Genechiquia

Samaria

San Salvador

Trinidadcito

Vista Alegre

Sinaí

Monte Sinaí

Portachuelo Centro

Naranjal

Puerto Copacabana (TCO)

Fuente: elaboración propia con base en datos del OEP y CPTA.

ASIENTOS ELECTORALES EN LA CIRCUNSCRIPCIÓN 
ESPECIAL INDÍGENA DE PANDO A NIVEL MUNICIPAL

PUEBLOS Y NACIONES 
INDÍGENAS

MUNICIPIO ASIENTO ELECTORAL

Yaminagua, 
pacahuara, esse ejja, 
machineri y tacana

Bella Flor
Florida (TCO)

Mapajo (Samahuma)

San Lorenzo
El Retorno

Exaltación

Sena
El Turi (Comunidad Indígena)

El Turi (Comunidad Carretera)

Ingavi Las Amalias

Nueva Esperanza La Selva

Fuente: elaboración propia con base en datos del OEP y CPTA.
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